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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL

ARTÍCULO 3º DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA ROSALÍA LEÓN ROSAS DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO.

La suscrita ROSALÍA LEÓN ROSAS, integrante del Grupo Parlamentario del

Partido del Trabajo en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, en ejercicio

de la facultad conferida en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 76, 77, 78 y demás

relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de

este Congreso iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo

quinto al artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

pasando el actual párrafo quinto a ser párrafo sexto y así sucesivamente al tenor

de la siguiente:

I.- EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

"La violencia interfiere con la capacidad de los estudiantes para aprender

disminuye su rendimiento escolar".

UNESCO 2014

y

1.- La presente iniciativa tiene como finalidad, establecer en el artículo 3°

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la prohibición del maltrato y

todo tipo violencia hacia los estudiantes de medicina de pregrado, posgrado, así

Av. Congreso de la Unión, 66; Col. Del Parque; Venustiano Carranza; C.P. 15960, CDMХ.

Edif. "B" 4o. Piso, Oficina 18 Sur. Tel. 5036 0000 ext. 62022.
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como en el servicio social, con ello, asegurar su integridad y bienestar físico

mental.

У

2.- Incentivar a que más estudiantes quieran estudiar ésta útil carrera, y más

médicos deseen estudiar alguna especialidad médica.

3.- Disminuir la deserción escolar en esta rama.

4.- Mejorar la calidad educativa en la rama de la medicina

5.- Lo que ayudará a fortalecer el sistema de salud de nuestro país, ya que

en nuestro país tenemos un déficit de médicos generales y especialistas, según

afirmaciones del que fuera Secretario de Salud.

Por su parte, el secretario de salud Jorge Alcocer Varela, dio a conocer que

existe un déficit de 33,832 médicos generales, y 154,786 especialistas, para

alcanzar las recomendaciones internacionales.1

El titular de la Dirección General de Calidad y Educación en Salud (DGCES),

José Luis García Ceja, detalló que se debe saldar la tarea pendiente por décadas

en estados como Chiapas, Oaxaca y Guerrero, que han estado desprotegidos de

este derecho. Nuestro país cuenta con una tercera parte de profesionales de la

medicina que debe tener una nación por cada cien mil habitantes, conforme a

recomendaciones de organismos mundiales de salud. 2

' LEIVA Juan, México inicia el 2023 con un déficit de 33,000 médicos generales, y 154,000 especialistas

https://www.debate.com.mx/salud/Mexico-inicia-el-2023-con-deficit-de-33-mil-medicos-generales-y-154-
mil-especialistas-acepta-SSa-20230114-0061.html, México 01 de enero de 2023.

2 Gobierno de México, https://www.gob.mx/salud/prensa/050-mexico-requiere-200-mil-medicas-y-medicos-

generales-y-especialistas-secretaria-de-
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La directora de Formación, Actualización Médica e Investigación de la

Secretaría de Salud de la Ciudad de México, Lilia Elena Monroy Ramírez, destacó

la participación del personal directivo y jefes de enseñanza para mejorar la

capacitación y los programas académicos. 3

La suscrita considera que para resolver el problema de déficit en nuestro

país, no solo se deben abrir nuevas vacantes en las universidades, sino mejorar el

trato que se les da a los estudiantes durante el internado a médicos en general y

especialistas, así como de trabajo social, asegurándoles un trato digno y

respetuoso, evitando todo tipo de violencia, asimismo, se les debe brindar

seguridad integral, tanto en los centros donde presten sus servicios, como en las

zonas del país, siempre deberán contar con apoyo de la policía municipal, estatal y

federal, así como la guardia nacional, para evitar sean vulnerables a los delitos que

se cometen en su contra, que incluso pueden acabar con sus vidas.

Como lo afirma Fernando González Morales, cada año, miles de estudiantes

de medicina en México hacen una transición en su formación: pasan a los

hospitales, clínicas y centros de salud para cumplir con sus prácticas profesionales.

En este proceso, se convierten en una de las principales fuerzas del sector

salud, desempeñando un papel esencial en la atención médica en el país
. Sin

embargo, a pesar de su importancia los médicos internos de pregrado, posgrado y

servicio social enfrentan condiciones sumamente precarias que amenazan su

salud?idiom=es#:~:text=050.,Salud%20%7C%20Gobierno%20%7C%20gob.mx México, 28 de febrero de
2023.

3 Ídem
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bienestar físico y emocional, así como la calidad de la atención que brindan a los

pacientes.4

Por su parte lamenta el doctor en bioética Ricardo Páez Moreno. Que el

estrés, trastornos de ansiedad y depresión inducida son solo algunas de las

consecuencias de la violencia en la educación médica en México que persisten, se

normalizan y aceptan como parte de un entrenamiento, expone la necesidad de

crear un sistema que escuche las quejas de los médicos estudiantes en un marco

de privacidad y confidencialidad que obligue a las instituciones a dar respuesta.5

El citado Doctor agrega: Desde el enfoque de la salud basado en derechos

humanos, el investigador del Programa Universitario de Bioética de la Universidad

Nacional Autónoma de México señala tres problemas específicos.

Enumera las carencias en el sistema educativo de los médicos, la falta de

una organización que vea por los intereses de los médicos y la falta de supervisión,

donde ve la fuente de errores. Entre los puntos básicos menciona la escasa

participación de las universidades en la educación de los residentes.

4 GONZÁLEZ Morales Fernando, Pódcast. Médicos pasantes en México: curar desde la precariedad y el

abandono https://corrientealterna.unam.mx/podcast/podcast-medicos-pasantes-en-mexico-curar-desde-la-

precariedad-y-el-abandono, p. 17 de diciembre de 2022.

5 PAEZ Moreno Ricardo. Estrés, acoso y exceso de Trabajo ¿Qué más sufren los estudiantes de

Medicinahttps://oem.com.mx/diariodexalapa/local/que-tipo-de-violencias-ejercen-sobre-los-estudiantes-de-
medicina-en-el-servicio-social-15503361, México, 2022.
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Aunque están en proceso de formación como médicos, las internas e internos

desempeñan funciones fundamentales en los equipos de salud. Esto incluye el

cuidado directo de los pacientes, la realización de entrevistas médicas, la emisión

de órdenes médicas bajo supervisión, la comunicación con familiares, la redacción

de historias clínicas, la participación en procedimientos y la colaboración en la

planificación y toma de decisiones clínicas. 6

Considero que el internado médico es muy importante para formar

profesionales de la salud, de manera eficaz y eficiente, es una etapa en la cual

desarrollan capacidades y habilidades, teórico- prácticas, que todo médico

excelente debe dominar, para afrontar el importante deber de salvar vidas

humanas, consideramos que por lo tanto; debe ser muy estricta la enseñanza

académica, con mucha disciplina, pero a al mismo tiempo con profundo respeto a

su dignidad humana.

Pienso que si bien el internado médico, la residencia y servicio social es

sumamente indispensable para la formación de los médicos y constituye una base

muy importante para el sistema de salud en México, también lo es, que debe de

realizarse a la luz de los Derechos Humanos y Tratados Internacionales contenidos

en nuestra Constitución.

6 OSORIO Castillo Leticia. Experiencias de maltrato en médicos internos, UNAM, México disponible en:

https://alternativas.me/experiencias-de-maltrato-en-medicos-internos/
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2.-MARCO JURÍDICO

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El artículo 1° de Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

Párrafo primero, segundo y tercero, que a la letra dice:

"En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías

para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los

casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece".

"Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia

favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia".

"Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de

conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y

reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la

ley".

Por su parte; el artículo 3° de Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, en los párrafos primero, segundo y cuarto establecen:

Av. Congreso de la Unión, 66; Col. Del Parque; Venustiano Carranza; C.P. 15960, CDMХ.
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"Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado -Federación, Estados,

Ciudad de México y Municipios- impartirá y garantizará la educación inicial,

preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior".

"Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la impartida por éste,

además de obligatoria, será universal, inclusiva, pública, gratuita y laica".

y

"La educación se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las

personas, con un enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva.

Tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano

fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a todos los derechos, las

libertades, la cultura de paz y la conciencia de la solidaridad internacional, en la

independencia y en la justicia; promoverá la honestidad, los valores y la mejora

continua del proceso de enseñanza aprendizaje".

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN. Nueva Ley publicada en el Diario Oficial

de la Federación el 30 de septiembre de 2019.

el
"Artículo 1º. La presente Ley garantiza el derecho a la educación reconocido en

artículo 3°. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los

Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, cuyo ejercicio

es necesario para alcanzar el bienestar de todas las personas. Sus disposiciones

son de orden público, interés social y de observancia general en toda la República.

De los fines de la educación.

y

Artículo 15. La educación que imparta el Estado, sus organismos descentralizados

los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de

Av. Congreso de la Unión, 66; Col. Del Parque; Venustiano Carranza; C.P. 15960, CDMX.
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estudios, persigue los siguientes fines: I. Contribuir al desarrollo integral y

permanente de los educandos, para que ejerzan de manera plena sus capacidades,

a través de la mejora continua del Sistema Educativo Nacional; II. Promover el

respeto irrestricto de la dignidad humana, como valor fundamental e

inalterable de la persona y de la sociedad, a partir de una formación humanista

que contribuya a la mejor convivencia social en un marco de respeto por los

derechos de todas las personas y la integridad de las familias, el aprecio por

la diversidad y la corresponsabilidad con el interés general; III. Inculcar el

enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva, y promover el

conocimiento, respeto, disfrute y ejercicio de todos los derechos, con el

mismo trato y oportunidades para las personas."7

Artículo 16. "La educación que imparta el Estado, sus organismos

descentralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez

oficial de estudios, se basará en los resultados del progreso científico; luchará

contra la ignorancia, sus causas y efectos, las servidumbres, los fanatismos, los

prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación y la violencia,

especialmente la que se ejerce contra la niñez y las mujeres, así como

personas con discapacidad o en situación de vulnerabilidad social, debiendo

implementar políticas públicas orientadas a garantizar la transversalidad de

estos criterios en los tres órdenes de gobierno".8

7 Ley General de Educación, México 30 de septiembre de 2019

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf
8 Ibidem p.8,9
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"Será humanista, al fomentar el aprecio y respeto por la dignidad de las

personas, sustentado en los ideales de fraternidad e igualdad de derechos,

promoviendo el mejoramiento convivencia humana y evitando cualquier tipo

de privilegio de razas, religión, grupos, sexo o de personas; IV. Promoverá el

respeto al interés general de la sociedad".

La citada Ley en su artículo 30 establecе:

Los contenidos de los planes y programas de estudio de la educación que

impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con

autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, de acuerdo con

tipo y nivel educativo, serán, entre otros, los siguientes:

el

la
XXI. La promoción del valor de la justicia, de la observancia de la ley y de

igualdad de las personas ante ésta, la cultura de la legalidad, de la inclusión y

no discriminación, de la paz y la no violencia en cualquier tipo de sus

manifestaciones, así como la práctica de los valores y el conocimiento de los

derechos humanos para garantizar el respeto a los mismos; 9

la

LEY GENERAL DE SALUD.

Por su parte la Ley General de Salud en su capítulo II, referente al Servicio Social

de Pasantes y Profesionales, establece:

Artículo 84.- "Todos los pasantes de las profesiones para la salud y sus ramas

deberán prestar el servicio social en los términos de las disposiciones legales

aplicables en materia educativa y de las de esta Ley".

9 Ibidem p.14

Av.ConyresoAedUtiGn,66;Cd!Defrurque; Wenustiano Curranza, C.P. E5960, CIDNAX.
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Página 1 de 20                                                                         Av. Congreso de la Unión No. 66, Col. El Parque 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 64 Y 134 DE LA LEY DEL SEGURO 

SOCIAL, EN MATERIA DE PENSIÓN POR ORFANDAD. 

HONORABLE ASAMBLEA: 

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, en mi carácter de Diputada Federal, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXVI Legislatura de la Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto 
a consideración del Honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa con 
proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos 64 y 134 de la Ley del 
Seguro Social, en materia de pensión por orfandad, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Una sociedad inclusiva es aquella que considera que todas las personas tienen los 
mismos derechos simplemente por su condición de seres humanos. Cuando una 
sociedad no reconoce el mismo valor a todos sus integrantes se socavan los 
cimientos básicos de la dignidad y se fomentan la desigualdad y la injusticia. 

La inclusión social es el proceso de mejorar la habilidad, oportunidades y dignidad 
de las personas que se encuentran en desventaja debido a su identidad, para que 
puedan participar en la sociedad; sin embargo, no es lo mismo que igualdad. 

La condición de exclusión social implica una privación de derechos fundamentales. 
El concepto remite a un fenómeno multidimensional y multifactorial, producto de un 
cúmulo de situaciones y circunstancias desfavorables interrelacionadas y enraizadas 
en la manera como funciona la sociedad, la economía, el mundo laboral y los 
sistemas educativos y de salud principalmente.  

La exclusión tiene graves repercusiones cuando la negativa al acceso a los derechos 
de las personas propicia condiciones de injusticia y desigualdad social. México, tras 
haber suscrito la convención de los derechos humanos para las personas con 
discapacidad, inicia un proceso legislativo para el reconocimiento de la desigualdad 
e injusticia que prevalece hacia las personas discapacitadas, legislación que no se 
ha legitimado plenamente por la sociedad, y aún hoy es una lucha constante la que 
se libra en favor de mejores condiciones de vida para las personas con esta 
condición. 



 

 

Página 2 de 20                                                                         Av. Congreso de la Unión No. 66, Col. El Parque 

Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960, CDMX 
  Edificio “B” Cuarto Piso, Oficina  

Teléfono 55 50 36 00 00  

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 64 Y 134 DE LA LEY DEL SEGURO 

SOCIAL, EN MATERIA DE PENSIÓN POR ORFANDAD. 

Legislar para una sociedad inclusiva es una respuesta a la lógica y necesaria ante la 
exclusión social que ha prevalecido durante décadas. El acceso pleno a los servicios 
es uno de los problemas fundamentales a resolver. Es producto del abandono y 
rezago a la que ha estado sujeto el sector social con condición de vulnerabilidad 
durante décadas, no se ha priorizado el aprendizaje de los adolescentes y jóvenes. 
Al rezago en el sector educativo, que se ha reflejado en falta de oportunidades para 
ingresar a un centro escolar, se suman factores como la pobreza, la desigualdad, la 
inseguridad y la discriminación que inciden de manera directa en el acceso, 
permanencia y egreso de los estudiantes, limitando las posibilidades de un trayecto 
académico que posibilite mejorar sus condiciones y les permita tener un acceso a la 
inclusión laboral con dignidad. 

Para responder a los diversos cambios y retos que demanda la sociedad actual en 
sus diferentes ámbitos se han puesto en marcha diversos procesos de desarrollo y 
transformación, acordes a los cambios a nivel nacional e internacional en este 
sentido. Por ello se plantea una propuesta de iniciativa para la Ley del Seguro Social, 
específicamente por lo que hace a los artículos 64 y 134, sobre las pensiones para 
las personas con discapacidad, en los aspectos organizativos, que impacte en la 
mejora de logros laborales con respecto al nivel de competencia y les permita una 
inclusión laboral exitosa, con una nueva y mejor visión. 

Para comprender la importancia de esta propuesta, no podemos dejar de referir que 
la población destinataria de este servicio son adolescentes y jóvenes que transitan 
a la vida adulta y aunque el concepto de "adulto o adultez" contiene diversos niveles 
de significado, lleva implícitos una cierta posición o nivel personal, social y/o 
profesional, al que corresponden diversos grados de responsabilidad, privilegio y 
estima. Aplicado a los jóvenes con discapacidad, el concepto de "adulto" plantea el 
problema de su posición, prestigio y responsabilidad en la sociedad, así como la 
cuestión de la estima social, personal y sus derechos legales. En la transición hacia 
la adultez, los adolescentes y jóvenes con discapacidad atraviesan por esta etapa de 
manera semejante a cualquier persona y se circunscribe a un marco social y cultural 
que le imprime características singulares. Este proceso de desarrollo y etapa de vida 
tiene una doble connotación; por una parte, implica una serie de cambios biológicos 
y psicológicos del individuo hasta alcanzar la madurez y, por otra, la preparación 
progresiva que debe adquirir para integrarse a la sociedad. Se trata de un periodo 
en el que se construye la identidad acompañada de cambios fisiológicos, cognitivos, 
emocionales y sociales, una misma persona puede vivir periodos muy distintos 
durante su adolescencia y juventud, existiendo múltiples formas de vivirla; 
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situaciones que deben ser reconocidas, ya que las personas con discapacidad 
requieren construir su identidad, personalidad, autonomía y aprendizajes como 
cualquier ciudadano. Situación que conlleva una inclusión laboral, que le permita ir 
más allá de su contexto, en la construcción del yo social. 

Con los planteamientos sociales actuales exigen capacidad para responder a la 
complejidad tecnológica del mundo de hoy, a sus características sociales, más 
sensible a los apoyos y más conectado(s) al mundo del trabajo, comprensivo y 
comprometido con la respuesta a la población. La relevancia de este proceso 
educativo y social, en el cual las personas jóvenes adquieren y construyen la 
ciudadanía, estriba en definir los trayectos formativos y los distintos caminos 
utilizados para situarlos en el mundo productivo social y laboral. En este sentido, 
una estrategia coherente de transición precisa de una adecuada acción intersectorial 
e interinstitucional que impulse los procesos de inclusión al mundo del trabajo, en 
cualquiera de sus dimensiones posibles: el acceso, la permanencia y 
acompañamiento en el inicio de la vida adulta. Requiere, además, compartir 
espacios, iniciativas, actividades, trabajo en colaboración, entre otras acciones que 
permitan avanzar a mayores niveles de autonomía personal y en los procesos de 
formación para el acceso a un puesto de trabajo. 

En la respuesta educativa se contempla un proceso estructurado que vincula la 
formación para la vida y el trabajo constituyendo lo que se llama "transición a la vida 
adulta". En este sentido, la oferta educativa se orienta a posibilitar la inclusión en 
los ámbitos sociales y laborales. La planificación del período de "transición" es un 
proceso que exige la estrecha colaboración entre el equipo docente, de apoyo y a 
las familias. En el caso de las personas con discapacidad dicho proceso se continúa 
de manera que al inicio de la juventud y la adultez coadyuven en la consolidación 
de mayores grados de autonomía, hasta culminar con su inclusión a diversas 
opciones laborales: empleo con apoyo, desarrollo de proyectos productivos o 
autoempleo y/o inclusión laboral a empresas o instituciones. Un elemento 
importante en este proceso es la información y la participación de los padres y de 
los propios alumnos, colaborando y apoyando el logro de los propósitos educativos, 
analizando las diferentes alternativas de Inclusión; así como la toma de decisiones 
más adecuadas en función de los intereses, características y necesidades. 

El enfoque que sustentan los derechos humanos: La inclusión defiende el 
replanteamiento de la función de la sociedad para dar cabida a toda persona, con 
independencia de sus características o condiciones. Se sustenta en el reconocimiento 
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de la igualdad de todas las personas, en dignidad y en derechos, el respeto a las 
diferencias, la valoración, el compromiso con el éxito el énfasis en aquellos que 
enfrentan mayores desventajas sociales; el combate a cualquier forma de 
discriminación, y la transformación de las políticas, las culturas y las prácticas de 
cada centro educativo. Lo anterior, nos permite hablar, no sólo de inclusión, sino de 
educación inclusiva. Los centros educativos son capaces de reconocer que la 
exclusión no es un problema de los educandos, sino de las barreras que el sistema, 
las y los operadores y las instituciones históricamente han creado o reproducido en 
actos de exclusión y discriminación; por lo tanto, son éstos las que deben adecuarse 
a la población. Estar diseñada para acoger a comunidades inherentemente diversas 
y atender las diferentes expresiones de esa diversidad, no sólo las más visibles. 

En este contexto resulta aún más importante impulsar medidas que garanticen el 
bienestar social de toda la ciudadanía. Porque en una coyuntura de crisis económica 
como la actual, el riesgo de un crecimiento de la pobreza, es más, y por tanto 
aumenta los niveles de desigualdad en esta población. Se debe asegurar ahora más 
que nunca el bienestar social de todas las personas, y muy especialmente de las 
personas en riesgo de exclusión social. Lo anterior implica la población de jóvenes 
con discapacidad para la incorporación a la inclusión laboral, en relación con 
seguridad social, para aquellos que son beneficiarios de pensiones por parte de los 
padres, que se establece como se hizo mención anteriormente en el artículo 134 
referente a las pensiones por orfandad y la condición de discapacidad, ya que se 
nulifica ésta en caso de inclusión laboral de los jóvenes, la propuesta es modificar 
este artículo; para que esta población ejerza su derecho a las condiciones que se 
establecen en el artículo 123 de nuestra constitución y de las condiciones que 
establece la convención de los derechos humanos en su artículo 27. 

Artículo 27 Trabajo y empleo  

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a 
trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener 
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado 
en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a 
las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el 
ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una 
discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes incluidas la 
promulgación de legislación, entre ellas: 
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a. Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las 
cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de 
selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción 
profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables.  

b. Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en 
particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, 
a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, 
y a la reparación por agravios sufridos.  

c. Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos 
laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás;  

d. Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas 
generales de orientación técnica y vocacional, servicios de colocación y formación 
profesional y continua;  

e. Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas 
con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, 
mantenimiento del empleo y retorno al mismo;  

f.Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, de 
constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias;  

g. Emplear a personas con discapacidad en el sector público.  

h. Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad 
en el lugar de trabajo.  

i.Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, mantenimiento del 
empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a personas con discapacidad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean 
sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de 
condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

Para mayor precisión es de suma importancia traer a colación los artículos 64, 130, 
131, 132,133,134 y 135 de la Ley del Seguro Social para una mejor comprensión a 
lo descrito: 
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Artículo 64. Si el riesgo de trabajo trae como consecuencia la muerte del 
asegurado, el Instituto calculará el monto constitutivo al que se le restará los 
recursos acumulados en la cuenta individual del trabajador fallecido, a efecto de 
determinar la suma asegurada que el Instituto deberá cubrir a la institución de 
seguros, necesaria para obtener una pensión, ayudas asistenciales y demás 
prestaciones económicas previstas en este capítulo a los beneficiarios. 

Los beneficiarios elegirán la institución de seguros con la que deseen contratar la 
renta con los recursos a que se refiere el párrafo anterior, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 159 fracción IV de la presente Ley. En caso de que el 
trabajador fallecido haya acumulado en su cuenta individual un saldo mayor al 
necesario para integrar el monto constitutivo necesario para contratar una renta que 
sea superior al monto de las pensiones a que tengan derecho sus beneficiarios, en 
los términos de este capítulo, éstos podrán optar por: 

a) Retirar la suma excedente en una sola exhibición de la cuenta individual del 
trabajador fallecido, o 

b) Contratar rentas por una cuantía mayor. 

Las pensiones y prestaciones a que se refiere la presente Ley serán:  

I. El pago de una cantidad igual a sesenta días de salario mínimo general que rija 
en el Distrito Federal en la fecha de fallecimiento del asegurado.  

Este pago se hará a la persona preferentemente familiar del asegurado, que 

presente copia del acta de defunción y la cuenta original de los gastos de funeral;  

II. A la viuda o viudo de la o el asegurado, a la concubina o concubinario que le 

sobreviva o a quien haya suscrito una unión civil con la o el asegurado, se le otorgará 

una pensión equivalente al cuarenta por ciento de la que hubiese correspondido a 

aquél, tratándose de incapacidad permanente total. El importe de esta prestación 

no podrá ser inferior a la cuantía mínima que corresponda a la pensión de viudez 

del seguro de invalidez y vida; 

III. A cada uno de los huérfanos que lo sean de padre o madre, que se encuentren 

totalmente incapacitados, se les otorgará una pensión equivalente al veinte por 

ciento de la que hubiese correspondido al asegurado tratándose de incapacidad 

permanente total. Esta pensión se extinguirá cuando el huérfano recupere su 

capacidad para el trabajo;  
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IV. A cada uno de los huérfanos que lo sean de padre o madre, menores de dieciséis 

años, se les otorgará una pensión equivalente al veinte por ciento de la que hubiera 

correspondido al asegurado tratándose de incapacidad permanente total. Esta 

pensión se extinguirá cuando el huérfano cumpla dieciséis años. 

Deberá otorgarse o extenderse el goce de esta pensión, en los términos del 

reglamento respectivo, a los huérfanos mayores de dieciséis años, hasta una edad 

máxima de veinticinco años, cuando se encuentren estudiando en planteles del 

sistema educativo nacional, tomando en consideración, las condiciones económicas, 

familiares y personales del beneficiario y siempre que no sea sujeto del régimen 

obligatorio; 

V. En el caso de las dos fracciones anteriores, si posteriormente falleciera el otro 

progenitor, la pensión de orfandad se aumentará del veinte al treinta por ciento, a 

partir de la fecha del fallecimiento del segundo progenitor y se extinguirá en los 

términos establecidos en las mismas fracciones, y 

VI. A cada uno de los huérfanos, cuando lo sean de padre y madre, menores de 

dieciséis años o hasta veinticinco años si se encuentran estudiando en los planteles 

del sistema educativo nacional, o en tanto se encuentren totalmente incapacitados 

debido a una enfermedad crónica o discapacidad por deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales, que les impida mantenerse por su propio trabajo se les 

otorgará una pensión equivalente al treinta por ciento de la que hubiera 

correspondido al asegurado tratándose de incapacidad permanente total. 

El derecho al goce de las pensiones a que se refiere el párrafo anterior, se extinguirá 

en los mismos términos expresados en las fracciones III y IV de este precepto.  

Al término de las pensiones de orfandad establecidas en este artículo, se otorgará 

al huérfano un pago adicional de tres mensualidades de la pensión que disfrutaba. 

A las personas señaladas en las fracciones II y VI de este artículo, así como a los 

ascendientes pensionados en los términos del artículo 66, se les otorgará un 

aguinaldo anual equivalente a quince días del importe de la pensión que perciban. 

Artículo 84. Quedan amparados por este seguro:  

I. El asegurado o asegurada;  

II. El pensionado o pensionada por:  
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a) Incapacidad permanente total o parcial;  

b) Invalidez;  

c) Cesantía en edad avanzada y vejez, y  

d) Viudez, orfandad o ascendencia; 

III. La o el cónyuge del asegurado o asegurada o, a falta de éstos, la concubina o 

el concubinario con quien ha hecho vida marital durante los cinco años anteriores a 

la enfermedad, con quien ha procreado o registrado hijos, siempre que ambos 

permanezcan libres de matrimonio, unión civil o concubinato, o la persona con quien 

haya suscrito una unión civil con el asegurado o asegurada. Si la o el asegurado 

tiene varias o varios concubinas o concubinarios ninguno de ellos tendrá derecho a 

la protección; 

IV. La esposa o esposo del pensionado o pensionada en los términos de los incisos 

a), b) y c) de la fracción II, a falta de esposa o esposo, a la concubina o el 

concubinario si reúnen los requisitos de la fracción III, o a quien haya suscrito una 

unión civil con el asegurado o asegurada; 

V. Los hijos menores de dieciséis años del asegurado y de los pensionados. 

Del mismo derecho gozarán las y los menores de dieciséis años, sobre quienes el 

asegurado o pensionado ejerza la patria potestad o guarda y custodia o tutela, 

acreditada por resolución judicial, en los términos consignados en las fracciones 

anteriores; 

VI. Los hijos del asegurado cuando no puedan mantenerse por su propio trabajo 

debido a una enfermedad crónica o discapacidad por deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales, hasta en tanto no desaparezca la incapacidad que 

padecen o hasta la edad de veinticinco años cuando realicen estudios en planteles 

del sistema educativo nacional; 

Del mismo derecho gozarán las y los menores sobre quienes el asegurado o 

pensionado ejerza la patria potestad o guarda y custodia o tutela, acreditada por 

resolución judicial y reúnan, en su caso, los requisitos del párrafo anterior; 

VII. Los hijos mayores de dieciséis años de los pensionados por invalidez, cesantía 

en edad avanzada y vejez, que se encuentren disfrutando de asignaciones familiares, 

así como los de los pensionados por incapacidad permanente, en los mismos casos 

y condiciones establecidos en el artículo 136; 
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Del mismo derecho gozarán las y los mayores de dieciséis años, sobre quienes el 

pensionado por invalidez, cesantía en edad avanzada y vejez, ejerza la patria 

potestad o guarda y custodia o tutela, acreditada por resolución judicial y reúnan, 

en su caso, los requisitos del párrafo anterior; 

VIII. El padre y la madre del asegurado que vivan en el hogar de éste, y 

IX. El padre y la madre del pensionado en los términos de los incisos a), b) y c) de 

la fracción II, si reúnen el requisito de convivencia señalado en la fracción VIII. 

Los sujetos comprendidos en las fracciones III a IX, inclusive, tendrán derecho a las 

prestaciones respectivas si reúnen además los requisitos siguientes:  

a) Que dependan económicamente del asegurado o pensionado, y  

b) Que el asegurado tenga derecho a las prestaciones consignadas en el artículo 91 

de esta Ley. 

Artículo 112. Los riesgos protegidos en este capítulo son la invalidez y la muerte 

del asegurado o del pensionado por invalidez, en los términos y con las modalidades 

previstos en esta Ley. 

Artículo 113. El otorgamiento de las prestaciones establecidas en este capítulo 

requiere del cumplimiento de períodos de espera, medidos en semanas de cotización 

reconocidas por el Instituto, según se señala en las disposiciones relativas a cada 

uno de los riesgos amparados. 

Para los efectos de este artículo, se considerarán como semanas de cotización por 

lo que se refiere al seguro contenido en este capítulo las que se encuentren 

amparadas por certificado de incapacidad médica para el trabajo. 

Artículo 114. El pago de la pensión de invalidez, en su caso, se suspenderá durante 

el tiempo en que el pensionado desempeñe un trabajo en un puesto igual a aquél 

que desarrollaba al declarase ésta. 

Artículo 119. Para los efectos de esta Ley existe invalidez cuando el asegurado se 

halle imposibilitado para procurarse, mediante un trabajo igual, una remuneración 

superior al cincuenta por ciento de su remuneración habitual percibida durante el 

último año de trabajo y que esa imposibilidad derive de una enfermedad o accidente 

no profesionales.  
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La declaración de invalidez deberá ser realizada por el Instituto Mexicano del Seguro 

Social. 

Artículo 120. El estado de invalidez da derecho al asegurado, en los términos de 

esta Ley y sus reglamentos, al otorgamiento de las prestaciones siguientes: 

I. Pensión temporal; 

II.  II. Pensión definitiva. 

La pensión y el seguro de sobrevivencia a que se refiere esta fracción, se contratarán 

por el asegurado con la institución de seguros que elija. Para la contratación de los 

seguros de renta vitalicia y de sobrevivencia, el Instituto calculará el monto 

constitutivo necesario para su contratación. Al monto constitutivo se le restará el 

saldo acumulado en la cuenta individual del asegurado y la diferencia positiva será 

la suma asegurada que el Instituto deberá entregar a la institución de seguros para 

la contratación de los seguros a que se refiere esta fracción. 

Cuando el trabajador tenga un saldo acumulado en su cuenta individual que sea 

mayor al necesario para integrar el monto constitutivo para contratar los seguros de 

renta vitalicia y de sobrevivencia, podrá el asegurado optar por:  

a) Retirar la suma excedente en una sola exhibición de su cuenta individual;  

b) Contratar una renta vitalicia por una cuantía mayor, o  

c) Aplicar el excedente a un pago de sobreprima para incrementar los beneficios del 

seguro de sobrevivencia. 

La renta vitalicia y el seguro de sobrevivencia se sujetarán a lo dispuesto en el 

artículo 159 fracción IV y VI de esta Ley;  

III. Asistencia médica, en los términos del capítulo IV de este título.  

IV. Asignaciones familiares, de conformidad con lo establecido en la sección IV de 

este capítulo, y  

V. Ayuda asistencial, en los términos de la propia sección IV de este capítulo. 

Artículo 121. Pensión temporal es la que otorgue el Instituto, con cargo a este 

seguro, por períodos renovables al asegurado en los casos de existir posibilidad de 

recuperación para el trabajo, o cuando por la continuación de una enfermedad no 
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profesional se termine el disfrute del subsidio y la enfermedad persista. Es pensión 

definitiva la que corresponde al estado de invalidez que se estima de naturaleza 

permanente. 

Artículo 122. Para gozar de las prestaciones del ramo de invalidez se requiere que 

al declararse ésta el asegurado tenga acreditado el pago de doscientas cincuenta 

semanas de cotización. En el caso que el dictamen respectivo determine el setenta 

y cinco por ciento o más de invalidez sólo se requerirá que tenga acreditadas ciento 

cincuenta semanas de cotización.  

El declarado en estado de invalidez de naturaleza permanente que no reúna las 

semanas de cotización señaladas en el párrafo anterior podrá retirar, en el momento 

que lo desee, el saldo de su cuenta individual del seguro de retiro, cesantía en edad 

avanzada y vejez en una sola exhibición. 

Artículo 123. No se tiene derecho a disfrutar de pensión de invalidez, cuando el 

asegurado:  

I. Por sí o de acuerdo con otra persona se haya provocado intencionalmente la 

invalidez;  

II. Resulte responsable del delito intencional que originó la invalidez, y  

III. Padezca un estado de invalidez anterior a su afiliación al régimen obligatorio. 

 En los casos de las fracciones I y II, el Instituto podrá otorgar el total o una parte 

de la pensión a los familiares que tuvieran derecho a las prestaciones que se 

conceden en el caso de muerte y la pensión se cubrirá mientras dure la invalidez del 

asegurado. 

Artículo 124. Los asegurados que soliciten el otorgamiento de una pensión de 

invalidez y los inválidos que se encuentren disfrutándola, deberán sujetarse a las 

investigaciones de carácter médico, social y económico que el Instituto estime 

necesarias, para comprobar si existe o subsiste el estado de invalidez.  

Con la finalidad de evitar simulaciones en el otorgamiento de la pensión referida en 

el párrafo anterior, cualquier irregularidad que se advirtiera sobre el particular por 

parte del Instituto, será sancionada por la autoridad correspondiente de conformidad 

con lo dispuesto por las normas penales que en su caso resulten aplicables. 
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Artículo 125. El derecho a la pensión de invalidez comenzará desde el día en que 

se produzca el siniestro y si no puede fijarse el día, desde la fecha de la presentación 

de la solicitud para obtenerla. 

Artículo 126. Cuando un pensionado por invalidez se niegue a someterse a los 

exámenes previos o posteriores y a los tratamientos médicos prescritos o abandone 

éstos, el Instituto ordenará la suspensión del pago de la pensión. Dicha suspensión 

subsistirá mientras el pensionado no cumpla con lo dispuesto en este artículo. 

Cuando el asegurado al que se le haya determinado invalidez que le dé derecho a 

la contratación de una renta vitalicia o retiro programado conforme a lo previsto en 

el artículo 159 fracciones IV y V de esta Ley, se rehabilite, se le suspenderá el pago 

de la pensión por parte de la aseguradora elegida por el trabajador. En este caso la 

aseguradora deberá devolver al Instituto la parte de la reserva correspondiente al 

seguro o retiro programado contratado, deduciendo las pensiones pagadas y los 

gastos administrativos en que haya incurrido. Igualmente, la aseguradora devolverá 

a la Administradora de Fondos para el Retiro, que le operaba la cuenta individual al 

trabajador, los recursos no utilizados de la cuenta individual del mismo a efecto de 

que le vuelva a abrir la cuenta correspondiente. 

SECCIÓN TERCERA DEL RAMO DE VIDA  

Artículo 127. Cuando ocurra la muerte de la o el asegurado o del pensionado por 

invalidez, el Instituto otorgará a sus beneficiarios, conforme a lo dispuesto en el 

presente capítulo, las siguientes prestaciones: 

I. Pensión de viudez;  

II. Pensión de orfandad; 

 III. Pensión a ascendientes;  

IV. Ayuda asistencial al pensionado o a la pensionada por viudez, en los casos en 

que lo requiera, de acuerdo con el dictamen médico que al efecto se formule, y 

V. Asistencia médica, en los términos del capítulo IV de este Título. 

En caso de fallecimiento de un asegurado o de una asegurada, las pensiones a que 

se refieren las fracciones I, II y III de este artículo se otorgarán por la institución de 

seguros que elijan los beneficiarios para la contratación de su renta vitalicia. A tal 
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efecto, se deberán integrar un monto constitutivo en la aseguradora elegida, el cual 

deberá ser suficiente para cubrir la pensión, las ayudas asistenciales y las demás 

prestaciones de carácter económico previstas en este capítulo. Para ello, el Instituto 

Mexicano del Seguro Social otorgará una suma asegurada que, adicionada a los 

recursos acumulados en la cuenta individual del trabajador fallecido, deberá ser 

suficiente para integrar el monto constitutivo con cargo al cual se pagará la pensión, 

las ayudas asistenciales y las demás prestaciones de carácter económico previstas 

en este capítulo, por la institución de seguros. 

Cuando el trabajador o la trabajadora fallecidos, hayan tenido un saldo acumulado 

en su cuenta individual que sea mayor al necesario para integrar el monto 

constitutivo para contratar una renta que sea superior a la pensión a que tengan 

derecho sus beneficiarios, en los términos de este capítulo, estos podrán retirar la 

suma excedente en una sola exhibición de la cuenta individual del trabajador o 

trabajadora fallecidos, o contratar una renta por una suma mayor. 

La renta vitalicia se sujetará a lo dispuesto en el artículo 159 fracción IV de esta Ley.  

En caso de fallecimiento de un pensionado por riesgos de trabajo, invalidez, retiro, 

cesantía en edad avanzada y vejez, las pensiones a que se refieren las fracciones I, 

II, y III de este artículo se otorgarán con cargo al seguro de sobrevivencia que haya 

contratado el pensionado fallecido. 

Artículo 128. Son requisitos para que se otorguen a los beneficiarios las 

prestaciones contenidas en el artículo anterior, las siguientes:  

I. Que el asegurado al fallecer hubiese tenido reconocido el pago al Instituto de un 

mínimo de ciento cincuenta cotizaciones semanales, o bien que se encontrara 

disfrutando de una pensión de invalidez, y  

II. Que la muerte del asegurado o pensionado por invalidez no se deba a un riesgo 

de trabajo. 

Artículo 129. También tendrán derecho a pensión los beneficiarios de un 

asegurado fallecido por causa distinta a un riesgo de trabajo que se encontrara 

disfrutando de una pensión por incapacidad permanente derivada de un riesgo igual, 

si aquél tuviera acreditado el pago al Instituto de un mínimo de ciento cincuenta 

cotizaciones semanales y hubiese causado baja en el régimen obligatorio, cualquiera 

que fuere el tiempo transcurrido desde la fecha de su baja.  
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Si el asegurado disfrutaba de una pensión de incapacidad permanente total y fallece 

por causa distinta a un riesgo de trabajo, sin cumplir el requisito del párrafo anterior 

sus beneficiarios tendrán derecho a pensión, si la que gozó el fallecido no tuvo una 

duración mayor de cinco años. 

Artículo 130. Tendrá derecho a la pensión de viudez la o el que fuera cónyuge de 

la o el asegurado o la o el pensionado por invalidez. A falta de cónyuge, tendrán 

derecho a recibir la pensión la concubina o el concubinario de la o el asegurado o 

pensionado por invalidez, que haya vivido durante al menos los cinco años que 

precedieron inmediatamente a la muerte de aquél, o la persona con la que hubiera 

tenido hijos, siempre que ambos hayan permanecido libres de matrimonio durante 

el concubinato, o la persona que hubiera suscrito una unión civil con la o el 

asegurado o la o el pensionado. Si al morir el asegurado o pensionado por invalidez 

tenía varias o varios concubinas o concubinarios, ninguno de ellos tendrá derecho a 

recibir la pensión 

Artículo 131. La pensión de viudez será igual al noventa por ciento de la que 

hubiera correspondido al asegurado en el caso de invalidez o de la que venía 

disfrutando el pensionado por este supuesto. 

Artículo 132. No se tendrá derecho a la pensión de viudez que establece el artículo 

anterior, en los siguientes casos:  

I. Cuando la muerte del asegurado acaeciera antes de cumplir seis meses de 

matrimonio;  

II. Se deroga.  

III. Se deroga.  

Las limitaciones que establece este Artículo no regirán cuando al morir el asegurado 

o pensionado la viuda compruebe haber tenido hijos con él. 

Artículo 133. El derecho al goce de la pensión de viudez comenzará desde el día 

del fallecimiento del asegurado o pensionado por invalidez y cesará con la muerte 

del beneficiario, o cuando la viuda, viudo, concubina o concubinario contrajeran 

matrimonio o entraran en concubinato. El disfrute de esta pensión no se suspenderá 

porque aquéllos desempeñen un trabajo remunerado.  
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La viuda, viudo, concubina o concubinario pensionados que contraigan matrimonio, 

recibirán una suma global equivalente a tres anualidades de la cuantía de la pensión 

que disfrutaban. 

Artículo 134. Tendrán derecho a recibir pensión de orfandad cada uno de los hijos 

menores de dieciséis años, cuando muera el padre o la madre y alguno de éstos 

hubiera tenido el carácter de asegurado, y acrediten tener ante el Instituto un 

mínimo de ciento cincuenta cotizaciones semanales o haber tenido la calidad de 

pensionados por invalidez.  

El Instituto prorrogará la pensión de orfandad, después de alcanzar el huérfano la 

edad de dieciséis años, y hasta la edad de veinticinco, si se encuentra estudiando 

en planteles del sistema educativo nacional, tomando en consideración las 

condiciones económicas, familiares y personales del beneficiario, siempre que no 

sea sujeto del régimen obligatorio.  

El huérfano mayor de dieciséis años que desempeñe un trabajo remunerado no tiene 

derecho a percibir esta pensión; salvo que no pueda mantenerse por su propio 

trabajo, debido a una enfermedad crónica, defecto físico o psíquico, en tanto no 

desaparezca la incapacidad que padece. 

Artículo 135. La pensión del huérfano de padre o madre será igual al veinte por 

ciento de la pensión de invalidez que el asegurado estuviese gozando al fallecer o 

de la que le hubiera correspondido suponiendo realizado el estado de invalidez. Si 

el huérfano lo fuera de padre y madre, se le otorgará en las mismas condiciones una 

pensión igual al treinta por ciento de la misma base.  

Si al iniciarse la pensión de orfandad el huérfano lo fuera de padre o de madre y 

posteriormente falleciera el otro progenitor, la pensión de orfandad se aumentará 

del veinte al treinta por ciento, a partir de la fecha de la muerte del ascendiente. 

Artículo 136. El derecho al goce de la pensión de orfandad comenzará desde el día 

del fallecimiento del asegurado o pensionado por invalidez y cesará con la muerte 

del beneficiario, o cuando éste haya alcanzado los dieciséis años de edad, o una 

edad mayor, de acuerdo con las disposiciones de los dos artículos anteriores.  

Con la última mensualidad se otorgará al huérfano un pago finiquito equivalente a 

tres mensualidades de su pensión.  



 

 

Página 16 de 20                                                                         Av. Congreso de la Unión No. 66, Col. El 

Parque Alcaldía Venustiano Carranza, C.P. 15960, CDMX 
  Edificio “B” Cuarto Piso, Oficina  

Teléfono 55 50 36 00 00  

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 64 Y 134 DE LA LEY DEL SEGURO 

SOCIAL, EN MATERIA DE PENSIÓN POR ORFANDAD. 

Artículo 137. Si no existieran viuda, viudo, huérfanos, ni concubina o concubinario 

con derecho a pensión, o quien haya suscrito una unión civil y que le sobreviva, ésta 

se otorgará a cada uno de los ascendientes que dependían económicamente de la o 

el asegurado o pensionado por invalidez fallecido, por una cantidad igual al veinte 

por ciento de la pensión que el asegurado o asegurada estuviese gozando al fallecer, 

o de la que le hubiera correspondido suponiendo realizado el estado de invalidez 

Artículo 137 Bis. Si un pensionado desaparece de su domicilio por más de un mes 

sin que se tengan noticias de su paradero, sus beneficiarios con derecho a la 

pensión, disfrutarán de la misma en los términos de la sección del ramo de vida del 

seguro de invalidez y vida con carácter provisional, y previa la solicitud respectiva, 

bastando para ello que se compruebe el parentesco y la desaparición del 

pensionado, exhibiendo la denuncia presentada ante el Ministerio Público 

correspondiente. Si posteriormente y en cualquier tiempo, el pensionado se 

presentase, tendrá derecho a disfrutar él mismo su pensión y a recibir las diferencias 

entre el importe original de la misma y aquél que hubiese sido entregado a sus 

beneficiarios, sin que en ningún caso pueda entenderse una obligación del Instituto 

respecto de aquellos importes que hubieran sido pagados a los beneficiarios. Cuando 

se compruebe el fallecimiento del pensionado, la transmisión será definitiva 

Esta iniciativa busca señalar expresamente que las personas beneficiaras seguirán 
disfrutando de esta pensión por orfandad porque desempeñen un trabajo 
remunerado. 

A efecto de lograr una mejor comprensión de la propuesta se inserta el siguiente 
cuadro comparativo. 

LEY DEL SEGURO SOCIAL 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 64. … 

… 

… 

I. a III. …  

Artículo 64. …  

…  

… 

I. a III. …  
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IV. A cada uno de los huérfanos que lo 
sean de padre o madre, menores de 
dieciséis años, se les otorgará una 
pensión equivalente al veinte por ciento 
de la que hubiera correspondido al 
asegurado tratándose de incapacidad 
permanente total. Esta pensión se 
extinguirá cuando el huérfano cumpla 
dieciséis años.  

 

 

 

Deberá otorgarse o extenderse el goce 
de esta pensión, en los términos del 
reglamento respectivo, a los huérfanos 
mayores de dieciséis años, hasta una 
edad máxima de veinticinco años, 
cuando se encuentren estudiando en 
planteles del sistema educativo 
nacional, tomando en consideración, las 
condiciones económicas, familiares y 
personales del beneficiario y siempre 
que no sea sujeto del régimen 
obligatorio; 

V. a VI. … 

… 

… 

… 

IV. A cada una de las personas 
huérfanas que lo sean de padre o 
madre, menores de dieciséis años, se 
les otorgará una pensión equivalente al 
veinte por ciento de la que hubiera 
correspondido a la persona 
asegurada tratándose de incapacidad 
permanente total. Esta pensión se 
extinguirá cuando la persona 
huérfana cumpla dieciséis años. El 
disfrute de esta pensión no se 
suspenderá porque aquéllas 
desempeñen un trabajo 
remunerado. 

Deberá otorgarse o extenderse el goce 
de esta pensión, en los términos del 
reglamento respectivo, a los huérfanos 
mayores de dieciséis años, hasta una 
edad máxima de veinticinco años, 
cuando se encuentren estudiando en 
planteles del sistema educativo 
nacional, tomando en consideración, las 
condiciones económicas, familiares y 
personales del beneficiario; 

 

V. a VI. … 

… 

… 

… 

Artículo 134. …  Artículo 134. …  
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El Instituto prorrogará la pensión de 
orfandad, después de alcanzar el 
huérfano la edad de dieciséis años, y 
hasta la edad de veinticinco, si se 
encuentra estudiando en planteles del 
sistema educativo nacional, tomando en 
consideración las condiciones 
económicas, familiares y personales del 
beneficiario, siempre que no sea sujeto 
del régimen obligatorio. 

 

 

El huérfano mayor de dieciséis años que 
desempeñe un trabajo remunerado no 
tiene derecho a percibir esta pensión; 
salvo que no pueda mantenerse por su 
propio trabajo, debido a una 
enfermedad crónica, defecto físico o 
psíquico, en tanto no desaparezca la 
incapacidad que padece. 

El Instituto prorrogará la pensión de 
orfandad, después de alcanzar el 
huérfano la edad de dieciséis años, y 
hasta la edad de veinticinco, si se 
encuentra estudiando en planteles del 
sistema educativo nacional, tomando en 
consideración las condiciones 
económicas, familiares y personales de 
la persona beneficiaria. El disfrute 
de esta pensión no se suspenderá 
porque aquéllos desempeñen un 
trabajo remunerado. 

 

Se deroga  

 TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en 
vigor al día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

 

Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía a presentar, iniciativa con 

proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 64, FRACCIÓN IV Y 
134, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, para quedar como sigue: 
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Único. Se reforman la fracción IV del párrafo tercero del artículo 64; párrafo 
segundo del artículo 134 y se deroga el párrafo tercero del artículo 134 

Artículo 64. …  

…  

…  

I. a III. …  

IV. A cada una de las personas huérfanas que lo sean de padre o madre, 
menores de dieciséis años, se les otorgará una pensión equivalente al veinte por 
ciento de la que hubiera correspondido a la persona asegurada tratándose de 
incapacidad permanente total. Esta pensión se extinguirá cuando la persona 
huérfana cumpla dieciséis años. El disfrute de esta pensión no se suspenderá 
porque aquéllas desempeñen un trabajo remunerado.  

Deberá otorgarse o extenderse el goce de esta pensión, en los términos del 
reglamento respectivo, a los huérfanos mayores de dieciséis años, hasta una edad 
máxima de veinticinco años, cuando se encuentren estudiando en planteles del 
sistema educativo nacional, tomando en consideración, las condiciones económicas, 
familiares y personales del beneficiario; 

V. a VI. … 

… 

… 

… 

Artículo 134. … 

El Instituto prorrogará la pensión de orfandad, después de alcanzar la persona 
huérfana la edad de dieciséis años, y hasta la edad de veinticinco, si se encuentra 
estudiando en planteles del sistema educativo nacional, tomando en consideración 
las condiciones económicas, familiares y personales de la persona beneficiaria, 
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siempre que no sea sujeto del régimen obligatorio. El disfrute de esta pensión 
no se suspenderá porque aquéllos desempeñen un trabajo remunerado.  

Se deroga. 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 29 de agosto de 2025. 

 

 

A T E N T A M E N T E 

 

 

DIP. LILIA AGUILAR GIL 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES Y 

DE LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL 

AMBIENTE, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA SÁNCHEZ JUÁREZ, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM 

 

La que suscribe, Diputada Claudia Sánchez Juárez, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Verde Ecologista en la LXVI Legislatura de la Cámara de 

Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 

en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración a esta Soberanía la presente INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES Y DE LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, al tenor de la 

siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La crisis hídrica en México ha alcanzado un punto crítico. El crecimiento demográfico, 

la urbanización y el cambio climático han reducido drásticamente la disponibilidad de 

agua en distintas regiones. Tan solo en la última década, la población creció 

sustancialmente mientras las fuentes superficiales y subterráneas de agua se 

agotaban, anticipando un escenario de más gente, pero menos agua. En el Valle de 

México, por ejemplo, se utiliza el doble del agua renovable disponible, extrayendo 

volúmenes que superan la tasa de recarga natural de los acuíferos. La 

sobreexplotación de acuíferos ha llevado a déficits generalizados: se extrae mucho 

más de lo que la lluvia repone, comprometiendo el abastecimiento futuro y 

provocando hundimientos e intrusión salina en los mantos subterráneos. 

 

Paradójicamente, México es un país que sufre tanto de sequías como de inundaciones. 

En la Ciudad de México caen en promedio 1,070 millones de litros de lluvia al año, pero 
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gran parte de esa agua se desperdicia y acaba inundando las calles. Cada tormenta 

urbana ilustra esta ironía: agua que podría abastecer a la población se pierde, 

causando daños, mientras zonas populares enfrentan cortes del servicio. Esto 

evidencia fallas en la infraestructura tradicional y en la gestión lineal del agua, donde 

predominan sistemas de “usar y tirar” en lugar de retener, infiltrar o reutilizar el recurso. 

Más del 60% del agua residual en México no recibe tratamiento adecuado y en 

ciudades como la capital menos del 10% del agua usada se reutiliza -el porcentaje 

restante se desecha tras un solo uso-. Este modelo de “agua de un solo uso” es 

insostenible en el contexto actual. 

 

Frente a esta realidad, necesitamos transitar hacia una economía circular del agua, es 

decir, prohibir el “agua de un solo uso” en grandes instalaciones y procesos, 

fomentando que cada litro sea aprovechado varias veces antes de devolverse al 

ambiente. La tecnología e innovación ofrecen soluciones viables: hoy existen procesos 

industriales capaces de reutilizar hasta el 98% del agua gracias a membranas, ósmosis 

inversa, ozonificación y otras técnicas. Empresas en México ya demuestran estos 

avances, por ejemplo, una planta de L’Oréal en la Ciudad de México reutiliza el 65% de 

sus aguas residuales, reduciendo en 25% su consumo de la red pública. Danone 

México, por su parte, implementó sistemas de reciclaje de agua que ahorran 900 m3 

diarios (equivalentes al consumo de 5,000 personas) al reusar internamente y destinar 

excedentes tratados a riego e incluso a otras industrias. Estos casos prueban que el 

reúso no solo es posible, sino también rentable y beneficioso en términos de ahorro 

económico y reducción de emisiones de CO3. 

 

Un caso mexicano de liderazgo empresarial en esta materia es Grupo Bimbo, 

multinacional mexicana que desde hace más de 70 años ha reconocido el valor del 

agua como recurso estratégico para la vida y el desarrollo sostenible. Bajo tres líneas 

de acción -reducción de consumo, tratamiento y reúso, así como nuevas 

tecnologías, la empresa ha implementado procesos de captación pluvial, reciclaje de 

aguas residuales y optimización de su uso en áreas como sanitarios, riego de áreas 

verdes y lavado de vehículos. En México, Bimbo cuenta con 37 plantas de tratamiento y 

más de 220 recicladoras de agua, logrando en 2018 reutilizar el 91% del agua tratada 
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en todas sus operaciones.  

 

Estos resultados demuestran que, cuando existe voluntad, innovación y 

compromiso, es posible evitar el modelo de “agua de un solo uso” y transitar hacia 

esquemas de economía circular hídrica, aportando beneficios tanto ambientales como 

sociales. 

 

A nivel internacional, existen precedentes exitosos que inspiran esta iniciativa. Países 

líderes en manejo hídrico como Israel reciclan cerca del 85-90% de sus aguas 

residuales, principalmente para riego agrícola, garantizando con ello una fuente 

constante y aliviando la extracción de agua nueva. Otras naciones han avanzado en 

marcos normativos para promover el reúso: España reutiliza aproximadamente 20% 

de su agua, Singapur ha invertido en tecnologías de “NEWater” (agua ultra-purificada 

de origen residual) y estados de la Unión Americana como California han adoptado 

esquemas de reúso potable indirecto ante las sequías. Estas experiencias demuestran 

que alcanzar porcentajes altos de reciclaje es factible cuando existe voluntad política, 

regulación adecuada e inversión en innovación tecnológica. 

 

En México, el sector agrícola consume alrededor del 75% del agua disponible, seguido 

por el abastecimiento público (~15%) y la industria (~10%). Si bien la agricultura debe 

modernizarse con riego tecnificado y reúso de aguas tratadas, esta iniciativa se enfoca 

principalmente en las actividades industriales, comerciales y de servicios, donde es 

posible regular con mayor inmediatez el uso eficiente del agua. Muchas industrias 

ensucian grandes volúmenes de agua en sus procesos, pero con las debidas medidas 

pueden prácticamente eliminar el concepto de desperdicio hídrico. De hecho, hay 

plantas manufactureras que han logrado cero descargas al reusar el 100% del agua en 

circuito cerrado. Implementar estas prácticas a gran escala liberaría enormes 

cantidades de agua limpia para otros usos y para los ecosistemas, avanzando en 

justicia ambiental: las comunidades y regiones aguas abajo recibirían más agua y 

disminuirían los conflictos por la sobreasignación del recurso.  

 

Actualmente, la falta de circularidad hídrica impacta más a los sectores vulnerables -por 
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ejemplo, zonas periurbanas que ven su suministro racionado- mientras grandes 

usuarios continúan con hábitos extractivos. Obligar a los mayores consumidores a 

reciclar y cosechar agua equilibra gradualmente esta disparidad, haciendo que quien 

más agua utiliza, más responsabilidad asuma en su cuidado. 

 

Es importante incorporar a nuestra cultura el concepto de economía circular del 

agua, esto significa maximizar el aprovechamiento del recurso mediante la reducción 

del desperdicio, el reúso, el reciclaje y la reintegración de las aguas en ciclos 

productivos y ambientales, garantizando que cada litro sea utilizado múltiples veces 

antes de su retorno al medio natural.  

 

Este enfoque rompe con la lógica lineal de extracción, uso y desecho, promoviendo, en 

cambio, un esquema sostenible donde la eficiencia, la innovación tecnológica y la 

responsabilidad compartida aseguren la preservación del recurso hídrico para las 

generaciones presentes y futuras. 

 

La sostenibilidad es eje central de esta propuesta. Nos alineamos con los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible (ODS), en particular el ODS 6 (Agua Limpia y Saneamiento) y el 

ODS 12 (Producción y Consumo Responsables), promoviendo un manejo integrado que 

incluye recarga de acuíferos, uso de lluvia, tratamiento de aguas grises y protección de 

cuencas. Además, la iniciativa impulsará un mercado de tecnologías verdes -desde 

biofiltros hasta sistemas de captación pluvial prefabricados- dinamizando la economía y 

generando empleos en el sector ambiental. En la administración pública, predicaremos 

con el ejemplo: dependencias federales, estatales y municipales deberán adecuar sus 

propias instalaciones para ahorrar y reutilizar agua, creando una cultura institucional del 

cuidado hídrico que irradie confianza hacia la sociedad. 

 

En síntesis, México no puede darse el lujo de continuar con un modelo hídrico lineal. 

Cada gota cuenta y las soluciones existen. Esta iniciativa de “Prohibición de Agua de un 

Solo Uso” propone reformas para transitar hacia un nuevo paradigma: aquel en donde 

ninguna instalación grande use el agua solo una vez, sino que la recircule, la trate y la 

devuelva al ambiente en las mejores condiciones.  



Página 5 de 25 

 

OBJETIVOS DE LA INICIATIVA 

 

• Prohibición del agua de un solo uso en grandes usuarios: Evitar que 

instalaciones industriales, nuevos desarrollos habitacionales, comerciales y 

gubernamentales de gran escala empleen agua únicamente una vez. A partir de 

determinados umbrales de consumo o tamaño, estarán prohibidas las prácticas 

de uso desechable del agua, obligando a implementar ciclos de reutilización 

interna. 

 

• Reciclaje mínimo obligatorio: Establecer la obligación de reciclar un porcentaje 

mínimo del agua utilizada en procesos productivos. Dicho porcentaje se definirá 

con base en estándares técnicamente viables para cada sector (manufactura, 

maquila, agrícola de riego tecnificado, servicios, etcétera), aumentando 

gradualmente con el tiempo. Por ejemplo, sectores como alimentos y bebidas 

ya pueden alcanzar hasta 100% de reutilización con tecnología disponible, 

mientras que en agricultura se puede empezar con metas moderadas utilizando 

aguas tratadas para riego. 

 

• Captación y uso de agua pluvial: Obligación de instalar sistemas de captación 

de lluvia en techos, azoteas o áreas adecuadas de instalaciones medianas y 

grandes. El agua pluvial recolectada deberá almacenarse y aprovecharse (previo 

filtrado básico) en usos como sanitarios, limpieza o riego de áreas verdes. Esto 

no solo reduce la demanda de agua potable, sino que mitiga inundaciones. 

Experiencias locales, como el programa “Cosecha de Lluvia” en la Ciudad de 

México, confirman la viabilidad de estas medidas a gran escala. 

 

• Recarga de mantos freáticos: Incorporar infraestructura verde y medidas para 

infiltrar el agua al subsuelo. Esto incluye promover superficies permeables en 

estacionamientos y pavimentos, construir pozos de absorción, zanjas de 

infiltración o humedales artificiales donde sea posible, así como proteger zonas 

de recarga natural. Nuevas construcciones deberán destinar parte de su 
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superficie a áreas verdes o elementos permeables. El objetivo es contrarrestar la 

impermeabilización excesiva del suelo urbano, permitiendo que la lluvia 

reabastezca acuíferos en vez de escurrir inútilmente. 

 

• Reúso de aguas grises y tratamiento de residuales: Impulsar la instalación de 

tecnologías de reúso, filtración y tratamiento en fuentes de aguas residuales 

dentro de las instalaciones. Se deberán separar las aguas grises (jabón, 

regaderas, lavabos) de las negras, para tratarlas y reutilizarlas en descargas de 

WC, riego o procesos industriales no potables. Asimismo, cada gran unidad 

económica deberá contar con su propia planta de tratamiento o estar 

conectada a una colectiva, que permita tratar el 100% de sus aguas residuales 

antes de su descarga al ambiente. Tecnologías disponibles en México -como 

biorreactores de membrana (MBR), ósmosis inversa (OI), ozonificación y 

ultravioleta- permiten obtener efluentes de alta calidad adecuados para 

reutilización segura. 

 

• Reglas diferenciadas según el tamaño: Aplicar el principio de proporcionalidad. 

Las pequeñas empresas y comercios de bajo consumo hídrico estarán exentos 

o sujetos a obligaciones flexibles, para no ahogarlos con costos excesivos. En 

cambio, las medianas y grandes empresas (supermercados, centros 

comerciales, parques industriales, hoteles, complejos de oficinas, instituciones 

públicas con grandes edificios, etcétera) deberán cumplir obligatoriamente con 

todas las medidas. Se definirán umbrales claros (por ejemplo, volumen anual de 

agua consumida, metros cuadrados de construcción o número de 

empleados) a partir de los cuales se activan los requisitos estrictos. No 

obstante, incluso a los pequeños usuarios se les incentivará voluntariamente a 

adoptar prácticas de ahorro mediante apoyos técnicos o financieros. 

 

• Obligaciones transversales en el sector público: Los tres órdenes de gobierno 

(federal, estatal y municipal) incorporarán estas medidas en sus instalaciones y 

operaciones. Dependencias federales como oficinas, hospitales, escuelas, 

universidades y sedes de gobierno deberán ser las primeras en eliminar el agua 
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de un solo uso, instalando sistemas de reúso y captación pluvial. Se exhortará y 

normará para que estados y municipios hagan lo propio en edificios 

administrativos, mercados públicos, sistemas de riego urbano y cualquier 

infraestructura bajo su gestión. De esta forma, el Estado predica con el ejemplo 

y genera economías de escala en la adopción de tecnologías, además de ahorrar 

recursos fiscales a largo plazo mediante la reducción en el consumo de agua. 

 

• Transición gradual con sanciones e incentivos: La iniciativa prevé disposiciones 

transitorias amplias para una implementación progresiva. Nadie espera cambiar 

de la noche a la mañana prácticas arraigadas, por ello, se otorgarán plazos 

escalonados para que las industrias y comercios adapten sus procesos, con 

metas intermedias de cumplimiento (por ejemplo, un porcentaje de reúso 

menor el primer año, aumentando sucesivamente). En paralelo, se diseñarán 

incentivos fiscales, subsidios o apoyos (como financiamiento blando para 

infraestructura verde, descuentos en tarifas de agua o reconocimientos públicos 

tipo “empresa azul”) que motiven a cumplir antes de los plazos. No obstante, 

una vez vencidos los periodos de gracia, se aplicarán sanciones a quienes 

incumplan: multas, clausuras temporales o, en caso de usuarios con concesión 

de aguas nacionales, la reducción o revocación de dicha concesión por uso 

irresponsable. La certeza de la norma, combina castigo al desperdicio y premio 

a la eficiencia, garantizando que los objetivos se alcancen en los tiempos 

previstos. 

   

La crisis del agua en México ya es un problema, nuestro país sufre tanto de sequías 

como de inundaciones, requiere una gestión sostenible a largo plazo con la cual 

debemos empezar ya. La inversión en infraestructura es indispensable e 

impostergable, por ello, someto a consideración de esta Honorable Asamblea la 

presente iniciativa con el fin de establecer un marco legal que nos obligue a transitar 

hacia una economía circular del agua, concientizar a la población sobre la necesidad de 

reutilización del agua y que nos comprometa a aprovechar varias veces el agua 

utilizada antes de devolverla al ambiente. Superar esta crisis es esencial para 

garantizar un futuro sostenible para las siguientes generaciones. 
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Para mayor claridad respecto a lo planteado por esta iniciativa, se presenta a 

continuación un cuadro comparativo entre el texto vigente de la ley y la propuesta 

de modificación: 

 

LEY DE AGUAS NACIONALES 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

ARTÍCULO 3. Para los efectos de esta 
Ley se entenderá por: 
 
I. a III BIS. …  
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
IV. a LXVI. … 
 
… 

ARTÍCULO 3. Para los efectos de esta Ley 
se entenderá por: 
 
I. a III BIS. … 
 
III TER. Agua de un solo uso: Es aquella 
que, tras ser utilizada en cualquier 
proceso, se descarga o desecha sin un 
tratamiento y reutilización previa en 
ciclos subsecuentes del mismo proceso 
o de otros compatibles. 
 
IV. a LXVI. … 
 
… 

SIN CORRELATIVO 
 
 

SIN CORRELATIVO 
 

SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TÍTULO QUINTO BIS 
Del Uso Sustentable del Agua 

 
Capítulo Único 

 
Artículo 43 BIS.- Se prohíbe el uso de 
agua de un solo uso en actividades 
industriales, comerciales y de servicios 
que superen los umbrales establecidos 
en la Norma Oficial Mexicana 
correspondiente.  
 
Artículo 43 TER.- Los concesionarios, 
asignatarios o usuarios de aguas 
nacionales comprendidos en el 
supuesto anterior deberán reciclar y 
reutilizar un porcentaje mínimo del agua 
que utilicen en sus procesos, según lo 
determine la autoridad del agua con 
base a lo definidos en las normas 
oficiales mexicanas vigentes. Este 
porcentaje no será inferior al 50% del 
volumen anual utilizado (como línea 
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LEY DE AGUAS NACIONALES 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 

base general), debiendo aumentar 
progresivamente con metas específicas 
mayores para sectores con alta 
viabilidad técnica y metas menores 
iniciales para sectores que contemplen 
unidades económicas pequeñas y 
micro.  
 
Artículo 43 QUATER.- Toda nueva 
construcción que supere el umbral de 
superficie establecido en la Norma 
Oficial Mexicana aplicable deberá 
contar con sistemas de captación de 
agua pluvial. Lo anterior contempla que 
toda nueva vialidad, desarrollo urbano 
o industrial autorizado deberá 
incorporar sistema de drenaje dual: 
aguas residuales sanitarias y aguas 
pluviales por separado. El drenaje 
sanitario deberá ser tratado de acuerdo 
a su naturaleza; El drenaje pluvial 
deberá canalizarse a cuerpos 
receptores naturales que contribuyan a 
la recarga de acuíferos. Esta directiva 
resultará obligatoria para toda 
construcción, desarrollo o mobiliario 
urbano anterior a la presente ley que 
sea sujeto a reconstrucciones, 
remodelaciones, rehabilitaciones o 
repavimentaciones Los negocios, 
viviendas y construcciones de bajo 
impacto deberán distinguir la 
conducción de aguas residuales grises 
y aguas negras. Asimismo, toda nueva 
construcción deberá prever dos líneas 
de abastecimiento: una proveniente de 
la red municipal de agua potable y otra 
proveniente del sistema interno de 
aguas grises tratadas, con destino a los 
servicios no potables.  
 
Artículo 43 QUINTUS. Los 
concesionarios, asignatarios o usuarios 
que superen el umbral de superficie 
establecido en la Norma Oficial 
Mexicana deberán presentar un 
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LEY DE AGUAS NACIONALES 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 

Programa de Recarga de Acuíferos y 
Uso de Suelo Permeable, con 
infraestructura como jardines de lluvia, 
pavimentos permeables y zanjas de 
infiltración.  
 
Artículo 43 SEXTUS. Las obligaciones 
comprendidas en el presente capítulo 
aplican proporcionalmente de acuerdo 
a las escalas contenidas en el umbral 
de superficie establecido en la Norma 
Oficial Mexicana, eximiendo a usuarios 
pequeños bajo umbrales definidos en la 
norma técnica. Las pequeñas unidades 
rurales de subsistencia quedarán 
exceptuadas. 

TÍTULO DÉCIMO 
Medidas de Apremio, Seguridad, 

Infracciones, Sanciones y Recursos 
 

SIN CORRELATIVO 
 
 
 

SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TÍTULO DÉCIMO 
Medidas de Apremio, Seguridad, 

Infracciones, Sanciones y Recursos 
 

Capítulo II BIS 
De las Infracciones Relativas al Reúso, 

Captación y Recarga Hídrica 
 
Artículo 120 BIS.- Se considera 
infracción grave en materia de aguas 
nacionales:  
 
I. Incumplir con los porcentajes 
mínimos obligatorios de reciclaje y 
reutilización del agua, establecidos por 
las Normas Oficiales Mexicanas en 
instalaciones industriales, comerciales 
y de servicios sujetas a este mandato. 
 
II. Omitir la instalación o puesta en 
operación de sistemas de captación 
pluvial en las nuevas construcciones 
obligadas conforme al artículo 43 
QUATER.  
 
III. Descargar aguas residuales sin 
tratamiento previo cuando exista 
viabilidad técnica para su reutilización 
interna, conforme al artículo 43 TER.  
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LEY DE AGUAS NACIONALES 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
IV. No presentar el Programa de 
Recarga de Acuíferos y Uso de Suelo 
Permeable en los plazos establecidos, o 
no ejecutar las obras comprometidas 
conforme al artículo 43 QUINTUS.  

 
V. Proporcionar información falsa o 
incompleta en los reportes de volumen 
de agua tratada, reutilizada o captada. 
 
VI. No presentar el Programa de 
Recarga de Acuíferos y Uso de Suelo 
Permeable en los plazos establecidos, o 
no ejecutar las obras comprometidas 
conforme al artículo 43 QUINTUS. 
 
VII. Proporcionar información falsa o 
incompleta en los reportes de 
volumen de agua tratada, reutilizada o 
captada. 
 
Artículo 120 TER.- Las infracciones 
anteriores serán sancionadas conforme 
a los siguientes criterios: 
 
I. Multas administrativas de hasta el 
equivalente a 10,000 veces la Unidad de 
Medida y Actualización vigente, 
calculadas proporcionalmente al 
volumen de agua no reutilizada o 
captada, o al grado de incumplimiento. 
 
II. En caso de reincidencia o desacato 
prolongado, suspensión parcial o total 
de la concesión de aprovechamiento de 
aguas nacionales, hasta que el infractor 
demuestre cumplimiento. 
 
III. Clausura temporal de instalaciones 
cuando el incumplimiento represente 
un riesgo ambiental o afectación grave 
al derecho humano al agua. 
 
IV. En casos dolosos o de daño 
reiterado, revocación definitiva de la 
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LEY DE AGUAS NACIONALES 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 

concesión correspondiente. 
 
Artículo 120 QUATER.- Para fomentar el 
cumplimiento voluntario, la Comisión 
Nacional del Agua establecerá 
mecanismos de incentivo conforme a lo 
siguiente: 
 
I. Reducción de cuotas por uso de 
agua conforme a la Ley Federal de 
Derechos, para usuarios que superen al 
menos en un 20% las metas 
obligatorias de reúso, captación o 
recarga. 
 
II. Acceso prioritario a fondos de 
apoyo, subsidios o financiamiento para 
modernización hidráulica, siempre que 
el usuario demuestre cumplimiento 
ejemplar. 
 
III. Reconocimiento público mediante 
distintivos oficiales como "Empresa 
Azul", "Instalación Hídrica 
Responsable" o similares, inscritos en 
un registro nacional. 
 
Artículo 120 QUINTUS. En todos los 
procedimientos sancionatorios se 
garantizarán los principios de legalidad, 
audiencia previa, proporcionalidad y 
debido proceso. Las resoluciones 
podrán ser impugnadas mediante los 
recursos administrativos previstos en 
esta Ley. 

 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

ARTÍCULO 3o.- Para los efectos de esta 
Ley se entiende por: 
 
I.- Ambiente: El conjunto de elementos 
naturales y artificiales o inducidos por el 
hombre que hacen posible la existencia y 

ARTÍCULO 3o.- Para los efectos de esta 
Ley se entiende por: 
 

I.- Agua de un solo uso: Es aquella que, 

tras ser utilizada en cualquier proceso, 
se descarga o desecha sin un 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

desarrollo de los seres humanos y demás 
organismos vivos que interactúan en un 
espacio y tiempo determinados; 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
 
II.- a XII.- … 
 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
XIII.- a XXXIX.- … 

tratamiento y reutilización previa en 
ciclos subsecuentes del mismo 
proceso o de otros compatibles; 
 
I BIS.- Ambiente: El conjunto de 
elementos naturales y artificiales o 
inducidos por el hombre que hacen 
posible la existencia y desarrollo de los 
seres humanos y demás organismos 
vivos que interactúan en un espacio y 
tiempo determinados; 
 
II.- a XII.-… 
 
XII BIS.- Economía Circular Hídrica: 
Modelo de gestión del agua que 
prioriza su reutilización, reciclaje, y 
aprovechamiento eficiente, 
minimizando al máximo el desperdicio y 
evitando su uso innecesario en 
procesos industriales y comerciales; 
 
XIII.- a XXXIX.- … 

ARTÍCULO 5o.- Son facultades de la 
Federación: 
 
I.- a XIII.- … 
 
XIII BIS .- Sin precedente 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
XIV.- a XXII.- … 

ARTÍCULO 5o.- Son facultades de la 
Federación: 
 
I.- a XIII.- … 
 
XIII BIS. Vigilar y promover que los 
órganos y dependencias de los tres 
niveles de gobierno eliminen el uso de 
agua de un solo uso, preferentemente 
en infraestructura pública de nueva 
creación e implementen programas de 
reconversión hídrica en la 
infraestructura existente de acuerdo 
con lo establecido en las normas 
oficiales mexicanas. 
 
XIV.- a XXII.- … 

ARTÍCULO 15.- Para la formulación y 
conducción de la política ambiental y la 
expedición de normas oficiales mexicanas 
y demás instrumentos previstos en esta 
Ley, en materia de preservación y 

ARTICULO 15.- Para la formulación y 
conducción de la política ambiental y la 
expedición de normas oficiales mexicanas 
y demás instrumentos previstos en esta 
Ley, en materia de preservación y 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

restauración del equilibrio ecológico y 
protección al ambiente, el Ejecutivo 
Federal observará los siguientes 
principios: 
 
I.- a XVIII.- … 
 
XIX. A través de la cuantificación del costo 
de la contaminación del ambiente y del 
agotamiento de los recursos naturales 
provocados por las actividades 
económicas en un año determinado, se 
calculará el Producto Interno Neto 
Ecológico. El Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Informática 
integrará el Producto Interno Neto 
Ecológico al Sistema de Cuentas 
Nacionales, y 
 
XX.- La educación es un medio para 
valorar la vida a través de la prevención 
del deterioro ambiental, preservación, 
restauración y el aprovechamiento 
sostenible de los ecosistemas y con ello 
evitar los desequilibrios ecológicos y 
daños ambientales. 
 
SIN CORRELATIVO 

restauración del equilibrio ecológico y 
protección al ambiente, el Ejecutivo 
Federal observará los siguientes 
principios: 
 
I.- a XVIII.- … 
  
XIX. A través de la cuantificación del costo 
de la contaminación del ambiente y del 
agotamiento de los recursos naturales 
provocados por las actividades 
económicas en un año determinado, se 
calculará el Producto Interno Neto 
Ecológico. El Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Informática 
integrará el Producto Interno Neto 
Ecológico al Sistema de Cuentas 
Nacionales; 
 
XX.- La educación es un medio para 
valorar la vida a través de la prevención 
del deterioro ambiental, preservación, 
restauración y el aprovechamiento 
sostenible de los ecosistemas y con ello 
evitar los desequilibrios ecológicos y 
daños ambientales, y 
 
XXI.- El principio de economía circular 
hídrica como parte fundamental de la 
política ambiental nacional.   

ARTÍCULO 35.- Una vez presentada la 
manifestación de impacto ambiental, la 
Secretaría iniciará el procedimiento de 
evaluación, para lo cual revisará que la 
solicitud se ajuste a las formalidades 
previstas en esta Ley, su Reglamento y las 
normas oficiales mexicanas aplicables, e 
integrará el expediente respectivo en un 
plazo no mayor de diez días. 
 
Para la autorización de las obras y 
actividades a que se refiere el artículo 28, 
la Secretaría se sujetará a lo que 
establezcan los ordenamientos antes 
señalados, así como los programas de 

ARTÍCULO 35.- Una vez presentada la 
manifestación de impacto ambiental, la 
Secretaría iniciará el procedimiento de 
evaluación, para lo cual revisará que la 
solicitud se ajuste a las formalidades 
previstas en esta Ley, su Reglamento y las 
normas oficiales mexicanas aplicables, e 
integrará el expediente respectivo en un 
plazo no mayor de diez días. 
 
Para la autorización de las obras y 
actividades a que se refiere el artículo 28, 
la Secretaría se sujetará a lo que 
establezcan los ordenamientos antes 
señalados, así como los programas de 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

desarrollo urbano y de ordenamiento 
ecológico del territorio, las declaratorias de 
áreas naturales protegidas y las demás 
disposiciones jurídicas que resulten 
aplicables.  
 
Asimismo, para la autorización a que se 
refiere este artículo, la Secretaría deberá 
evaluar los posibles efectos de dichas 
obras o actividades en el o los 
ecosistemas de que se trate, considerando 
el conjunto de elementos que los 
conforman y no únicamente los recursos 
que, en su caso, serían sujetos de 
aprovechamiento o afectación. 
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
 
Una vez evaluada la manifestación de 
impacto ambiental, la Secretaría emitirá, 
debidamente fundada y motivada, la 
resolución correspondiente en la que 
podrá: 
 
I.- a III.- … 
 
… 
 
… 

desarrollo urbano y de ordenamiento 
ecológico del territorio, las declaratorias de 
áreas naturales protegidas y las demás 
disposiciones jurídicas que resulten 
aplicables.  
 
Asimismo, para la autorización a que se 
refiere este artículo, la Secretaría deberá 
evaluar los posibles efectos de dichas 
obras o actividades en el o los 
ecosistemas de que se trate, considerando 
el conjunto de elementos que los 
conforman y no únicamente los recursos 
que, en su caso, serían sujetos de 
aprovechamiento o afectación. 
 
Todo proyecto sujeto a Evaluación de 
Impacto Ambiental (EIA) deberá incluir 
un capítulo específico de Manejo 
Integrado del Agua, con metas 
cuantificables de reúso y captación 
pluvial. 
 
Una vez evaluada la manifestación de 
impacto ambiental, la Secretaría emitirá, 
debidamente fundada y motivada, la 
resolución correspondiente en la que 
podrá: 
 
I.- a III.- … 
 
… 
 
… 

ARTÍCULO 39. Las autoridades 
competentes promoverán la incorporación 
de contenidos ecológicos, desarrollo 
sustentable, mitigación, adaptación y 
reducción de la vulnerabilidad ante el 
cambio climático, protección del ambiente, 
conocimientos, valores y competencias, en 
los diversos ciclos educativos, 
especialmente en el nivel básico, así como 
en la formación cultural de la niñez y la 
juventud. 

ARTÍCULO 39. Las autoridades 
competentes promoverán la incorporación 
de contenidos ecológicos, desarrollo 
sustentable, mitigación, adaptación y 
reducción de la vulnerabilidad ante el 
cambio climático, protección del ambiente, 
conocimientos, valores y competencias, en 
los diversos ciclos educativos, 
especialmente en el nivel básico, así como 
en la formación cultural de la niñez y la 
juventud. 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

 
Asimismo, propiciarán la participación 
comprometida de los medios de 
comunicación masiva en el fortalecimiento 
de la conciencia ecológica, y la 
socialización de proyectos de desarrollo 
sustentable. 
 
La Secretaría, con la participación de la 
Secretaría de Educación Pública, 
promoverá que las instituciones de 
Educación Superior y los organismos 
dedicados a la investigación científica y 
tecnológica, desarrollen planes y 
programas para la formación de 
especialistas en la materia en todo el 
territorio nacional y para la investigación 
de las causas y efectos de los fenómenos 
ambientales.  
 
SIN CORRELATIVO 
 
 
 
 
 
La Secretaría mediante diversas acciones 
promoverá la generación de 
conocimientos estratégicos acerca de la 
naturaleza, la interacción entre los 
elementos de los ecosistemas, incluido el 
ser humano, la evolución y transformación 
de los mismos, a fin de contar con 
información para la elaboración de 
programas que fomenten la prevención, 
restauración, conservación y protección 
del ambiente. 

 
Asimismo, propiciarán la participación 
comprometida de los medios de 
comunicación masiva en el fortalecimiento 
de la conciencia ecológica, y la 
socialización de proyectos de desarrollo 
sustentable. 
 
La Secretaría, con la participación de la 
Secretaría de Educación Pública, 
promoverá que las instituciones de 
Educación Superior y los organismos 
dedicados a la investigación científica y 
tecnológica, desarrollen planes y 
programas para la formación de 
especialistas en la materia en todo el 
territorio nacional y para la investigación 
de las causas y efectos de los fenómenos 
ambientales.  
 
Desarrollar el Programa Nacional de 
Innovación en Reúso y Captación; 
promover campañas educativas y 
financiamiento a tecnologías mexicanas 
de reúso. 
 
La Secretaría mediante diversas acciones 
promoverá la generación de conocimientos 
estratégicos acerca de la naturaleza, la 
interacción entre los elementos de los 
ecosistemas, incluido el ser humano, la 
evolución y transformación de los mismos, 
a fin de contar con información para la 
elaboración de programas que fomenten la 
prevención, restauración, conservación y 
protección del ambiente. 

 
 

No más agua de un solo uso, necesitamos empezar a fomentar la reutilización de cada 

gota, estamos obligados a aprovechar varias veces el agua utilizada antes de 

devolverla al ambiente.  
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Por lo anterior, y con el fin de establecer un marco legal que nos obligue a transitar 

hacia una economía circular del agua, someto a consideración de esta Honorable 

Asamblea el siguiente:  

 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES Y DE LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

 

ARTÍCULO PRIMERO. Se adiciona una fracción III Ter al artículo 3; se adiciona un 

Título V BIS, denominado “Del Uso Sustentable del Agua”, que contiene los artículos 43 

Bis, 43 Ter, 43 Quater, 43 Quintus y 43 Sextus; y se adiciona un Capítulo II BIS, 

denominado “De las Infracciones Relativas al Reúso, Captación y Recarga Hídrica”, que 

contiene los artículos 120 Bis, 120 Ter, 120 Quater y 120 Quintus, al Título Décimo de 

la Ley de Aguas Nacionales, para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

I. a III BIS. … 

 

III TER. Agua de un solo uso: Es aquella que, tras ser utilizada en cualquier 

proceso, se descarga o desecha sin un tratamiento y reutilización previa en 

ciclos subsecuentes del mismo proceso o de otros compatibles. 

 

IV. a LXVI. … 

 

… 

 

TÍTULO QUINTO BIS 

Del Uso Sustentable del Agua 

 

Capítulo Único 
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Artículo 43 BIS.- Se prohíbe el uso de agua de un solo uso en actividades 

industriales, comerciales y de servicios que superen los umbrales establecidos 

en la Norma Oficial Mexicana correspondiente.  

 

Artículo 43 TER.- Los concesionarios, asignatarios o usuarios de aguas 

nacionales comprendidos en el supuesto anterior deberán reciclar y reutilizar un 

porcentaje mínimo del agua que utilicen en sus procesos, según lo determine la 

autoridad del agua con base a lo definidos en las normas oficiales mexicanas 

vigentes. Este porcentaje no será inferior al 50% del volumen anual utilizado 

(como línea base general), debiendo aumentar progresivamente con metas 

específicas mayores para sectores con alta viabilidad técnica y metas menores 

iniciales para sectores que contemplen unidades económicas pequeñas y micro.  

 

Artículo 43 QUATER.- Toda nueva construcción que supere el umbral de 

superficie establecido en la Norma Oficial Mexicana aplicable deberá contar con 

sistemas de captación de agua pluvial. Lo anterior contempla que toda nueva 

vialidad, desarrollo urbano o industrial autorizado deberá incorporar sistema de 

drenaje dual: aguas residuales sanitarias y aguas pluviales por separado. El 

drenaje sanitario deberá ser tratado de acuerdo a su naturaleza; El drenaje pluvial 

deberá canalizarse a cuerpos receptores naturales que contribuyan a la recarga 

de acuíferos. Esta directiva resultará obligatoria para toda construcción, 

desarrollo o mobiliario urbano anterior a la presente ley que sea sujeto a 

reconstrucciones, remodelaciones, rehabilitaciones o repavimentaciones Los 

negocios, viviendas y construcciones de bajo impacto deberán distinguir la 

conducción de aguas residuales grises y aguas negras. Asimismo, toda nueva 

construcción deberá prever dos líneas de abastecimiento: una proveniente de la 

red municipal de agua potable y otra proveniente del sistema interno de aguas 

grises tratadas, con destino a los servicios no potables.  

 

Artículo 43 QUINTUS.- Los concesionarios, asignatarios o usuarios que superen 

el umbral de superficie establecido en la Norma Oficial Mexicana deberán 

presentar un Programa de Recarga de Acuíferos y Uso de Suelo Permeable, con 
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infraestructura como jardines de lluvia, pavimentos permeables y zanjas de 

infiltración.  

 

Artículo 43 SEXTUS.- Las obligaciones comprendidas en el presente capítulo 

aplican proporcionalmente de acuerdo a las escalas contenidas en el umbral de 

superficie establecido en la Norma Oficial Mexicana, eximiendo a usuarios 

pequeños bajo umbrales definidos en la norma técnica. Las pequeñas unidades 

rurales de subsistencia quedarán exceptuadas. 

 

TÍTULO DÉCIMO 

Medidas de Apremio, Seguridad, Infracciones, Sanciones y Recursos 

 

Capítulo II BIS 

De las Infracciones Relativas al Reúso, Captación y Recarga Hídrica 

 

Artículo 120 BIS.- Se considera infracción grave en materia de aguas nacionales:  

 

I. Incumplir con los porcentajes mínimos obligatorios de reciclaje y reutilización 

del agua, establecidos por las Normas Oficiales Mexicanas en instalaciones 

industriales, comerciales y de servicios sujetas a este mandato. 

 

II. Omitir la instalación o puesta en operación de sistemas de captación pluvial 

en las nuevas construcciones obligadas conforme al artículo 43 QUATER.  

 

III. Descargar aguas residuales sin tratamiento previo cuando exista viabilidad 

técnica para su reutilización interna, conforme al artículo 43 TER.  

 

IV. No presentar el Programa de Recarga de Acuíferos y Uso de Suelo 

Permeable en los plazos establecidos, o no ejecutar las obras comprometidas 

conforme al artículo 43 QUINTUS.  

 

V. Proporcionar información falsa o incompleta en los reportes de volumen de 
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agua tratada, reutilizada o captada. 

 

VI. No presentar el Programa de Recarga de Acuíferos y Uso de Suelo 

Permeable en los plazos establecidos, o no ejecutar las obras comprometidas 

conforme al artículo 43 QUINTUS. 

 

VII. Proporcionar información falsa o incompleta en los reportes de volumen de 

agua tratada, reutilizada o captada. 

 

Artículo 120 TER.- Las infracciones anteriores serán sancionadas conforme a los 

siguientes criterios: 

 

I. Multas administrativas de hasta el equivalente a 10,000 veces la Unidad de 

Medida y Actualización vigente, calculadas proporcionalmente al volumen de 

agua no reutilizada o captada, o al grado de incumplimiento. 

 

II. En caso de reincidencia o desacato prolongado, suspensión parcial o total de 

la concesión de aprovechamiento de aguas nacionales, hasta que el infractor 

demuestre cumplimiento. 

 

III. Clausura temporal de instalaciones cuando el incumplimiento represente un 

riesgo ambiental o afectación grave al derecho humano al agua. 

 

IV. En casos dolosos o de daño reiterado, revocación definitiva de la concesión 

correspondiente. 

 

Artículo 120 QUATER.- Para fomentar el cumplimiento voluntario, la Comisión 

Nacional del Agua establecerá mecanismos de incentivo conforme a lo siguiente: 

 

I. Reducción de cuotas por uso de agua conforme a la Ley Federal de Derechos, 

para usuarios que superen al menos en un 20% las metas obligatorias de reúso, 

captación o recarga. 
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II. Acceso prioritario a fondos de apoyo, subsidios o financiamiento para 

modernización hidráulica, siempre que el usuario demuestre cumplimiento 

ejemplar. 

 

III. Reconocimiento público mediante distintivos oficiales como "Empresa Azul", 

"Instalación Hídrica Responsable" o similares, inscritos en un registro nacional. 

 

Artículo 120 QUINTUS.- En todos los procedimientos sancionatorios se 

garantizarán los principios de legalidad, audiencia previa, proporcionalidad y 

debido proceso. Las resoluciones podrán ser impugnadas mediante los recursos 

administrativos previstos en esta Ley. 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se reforma la fracción I del artículo 3o. y se adicionan al mismo 

las fracciones I Bis y XII Bis; se adiciona una fracción XIII Bis al artículo 5o.; se 

reforman las fracciones XIX y XX del artículo 15 y se adiciona al mismo la fracción XXI; 

se reforman y adicionan los artículos 35 y 39 de la Ley General del Equilibrio Ecológico 

y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 3o.- Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

 

I.- Agua de un solo uso: Es aquella que, tras ser utilizada en cualquier proceso, 

se descarga o desecha sin un tratamiento y reutilización previa en ciclos 

subsecuentes del mismo proceso o de otros compatibles; 

 

I BIS.- Ambiente: El conjunto de elementos naturales y artificiales o inducidos 

por el hombre que hacen posible la existencia y desarrollo de los seres 

humanos y demás organismos vivos que interactúan en un espacio y tiempo 

determinados; 

 

II.- a XII.-… 
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XII BIS.- Economía Circular Hídrica: Modelo de gestión del agua que prioriza 

su reutilización, reciclaje, y aprovechamiento eficiente, minimizando al máximo 

el desperdicio y evitando su uso innecesario en procesos industriales y 

comerciales; 

 
XIII.- a XXXIX.- … 

 

ARTÍCULO 5o.- Son facultades de la Federación: 

 

I.- a XIII.- … 

 

XIII BIS. Vigilar y promover que los órganos y dependencias de los tres niveles 

de gobierno eliminen el uso de agua de un solo uso, preferentemente en 

infraestructura pública de nueva creación e implementen programas de 

reconversión hídrica en la infraestructura existente de acuerdo con lo 

establecido en las normas oficiales mexicanas. 

 

XIV.- a XXII.- … 

 

ARTICULO 15.- Para la formulación y conducción de la política ambiental y la 

expedición de normas oficiales mexicanas y demás instrumentos previstos en esta Ley, 

en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y protección al 

ambiente, el Ejecutivo Federal observará los siguientes principios: 

 

I.- a XVIII.- … 

  

XIX. A través de la cuantificación del costo de la contaminación del ambiente y del 

agotamiento de los recursos naturales provocados por las actividades económicas en 

un año determinado, se calculará el Producto Interno Neto Ecológico. El Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e Informática integrará el Producto Interno Neto 

Ecológico al Sistema de Cuentas Nacionales; 
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XX.- La educación es un medio para valorar la vida a través de la prevención del 

deterioro ambiental, preservación, restauración y el aprovechamiento sostenible de los 

ecosistemas y con ello evitar los desequilibrios ecológicos y daños ambientales, y 

 

XXI.- El principio de economía circular hídrica como parte fundamental de la 

política ambiental nacional. 

 

ARTÍCULO 35.- … 

 

… 

 

Asimismo, para la autorización a que se refiere este artículo, la Secretaría deberá 

evaluar los posibles efectos de dichas obras o actividades en el o los ecosistemas de 

que se trate, considerando el conjunto de elementos que los conforman y no 

únicamente los recursos que, en su caso, serían sujetos de aprovechamiento o 

afectación. 

 

Todo proyecto sujeto a Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) deberá incluir un 

capítulo específico de Manejo Integrado del Agua, con metas cuantificables de 

reúso y captación pluvial. 

 

Una vez evaluada la manifestación de impacto ambiental, la Secretaría emitirá, 

debidamente fundada y motivada, la resolución correspondiente en la que podrá: 

 

I.- a III.- … 

 

… 

 

… 

 

ARTÍCULO 39. … 
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… 

 

La Secretaría, con la participación de la Secretaría de Educación Pública, promoverá 

que las instituciones de Educación Superior y los organismos dedicados a la 

investigación científica y tecnológica, desarrollen planes y programas para la formación 

de especialistas en la materia en todo el territorio nacional y para la investigación de las 

causas y efectos de los fenómenos ambientales.  

 

Desarrollar el Programa Nacional de Innovación en Reúso y Captación; promover 

campañas educativas y financiamiento a tecnologías mexicanas de reúso. 

 

La Secretaría mediante diversas acciones promoverá la generación de conocimientos 

estratégicos acerca de la naturaleza, la interacción entre los elementos de los 

ecosistemas, incluido el ser humano, la evolución y transformación de los mismos, a fin 

de contar con información para la elaboración de programas que fomenten la 

prevención, restauración, conservación y protección del ambiente. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, la Secretaría de 

Economía y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberán expedir en un plazo 

no mayor a 180 días naturales contados a partir de la publicación del presente decreto 

los lineamientos para la implementación del mismo y la transición por sector para la 

captación pluvial y recarga. 

 

TERCERO. Los tres sectores de la economía involucrados en esta regulación tendrán 

un plazo de seis meses contados a partir de la publicación del presente decreto para 

presentar un plan de cumplimiento ante las autoridades correspondientes.  

 



Página 25 de 25 
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CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2-A FRACCIÓN 
I INCISO C DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, A CARGO DE 
LAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 
 
 
El Diputado José Elías Lixa Abimerhi, Coordinador del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, así como las y los Diputados del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del 
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 
numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a 
consideración de esta Soberanía, iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforma el artículo 2-A fracción I inciso C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 
al tenor de la siguiente: 
 
 

Exposición de Motivos 
 
I.- Aspectos Generales del consumo de agua embotellada. 
 
México es el principal consumidor de agua embotellada y purificada1 en el mundo. 
Esta tendencia arraigada en la sociedad mexicana ha dado origen a un negocio 
multimillonario que se extiende por todo el país. El consumo de agua embotellada 
es parte del día a día de las personas, comprándola en presentaciones que van 
desde los voluminosos garrafones hasta las pequeñas botellas individuales.  
 
Para la mayoría de la población, el agua para consumo humano se ha transformado 
en un producto necesario, cuyo costo es muy superior al del agua que fluye 
directamente de la red pública, una cifra que resalta la disparidad económica. 
 
El estudio Drinking Water Quality in a Mexico City University, realizado por 
investigadores en la UNAM y publicado en la revista EcoHealth, arroja cifras 
alarmantes sobre este tema. Se dice que 85 millones 375 mil 768 habitantes en 
México consumen agua embotellada, esto representa el 76% de la población total, 
además los principales consumidores son personas con bajos recursos.2   
 

                                                           
1  La leyenda “agua purificada” esto es que la misma proviene muchas veces de la red pública de 
abastecimiento, pero fue sometida a diversos procesos de filtración, retiro de impurezas y descontaminación 
antes de embotellarse. 
2 https://www.pumagua.unam.mx/agua_embotellada_articulo.html 
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Aunque el agua suministrada a los hogares suele ser potable en su punto de origen, 
su calidad final se ve comprometida por diversos factores dentro de la 
infraestructura. La red pública de distribución, a menudo envejecida y con falta de 
mantenimiento, es altamente susceptible a la contaminación, especialmente si 
presenta averías. A esto se suma el descuido en la limpieza y el mantenimiento de 
los sistemas de almacenamiento domésticos, como cisternas y tinacos, así como 
de las tuberías internas de las viviendas. Esta combinación de deficiencias en la 
infraestructura pública y el mantenimiento privado compromete significativamente la 
calidad del agua antes de que sea consumida en los hogares. 
 
Diversos especialistas señalan tres factores principales que impulsan este elevado 
consumo de agua embotellada: 
 

 La poca confiabilidad en los sistemas operadores de agua: Existe una 
percepción generalizada de que el agua del grifo no es segura para beber. 

 

 El incremento del acceso y la conveniencia del agua embotellada: La facilidad 
para adquirirla en cualquier lugar ha consolidado su uso. 

 

 La falta de una estructura regulatoria adecuada: La ausencia de una 
supervisión robusta permite que la industria del agua embotellada crezca sin 
controles suficientes.3 

 
Además de estos puntos, el problema se intensifica debido a la gestión ineficaz de 
los recursos hídricos y a un servicio público deficiente. Con frecuencia, el suministro 
de agua es insuficiente, irregular y de baja calidad, y el mantenimiento de la red 
pública es inadecuado por las autoridades derivado de tuberías viejas y poco 
confiables en la red de agua potable. 
 
México se ha consolidado como el mayor consumidor de agua embotellada a nivel 
global, un fenómeno impulsado por la falta de información clara y la desconfianza 
pública en la calidad del agua de grifo. Los hogares mexicanos consumen, en 
promedio, 4 litros diarios, equivalente a unos 80 garrafones al año. Esta tendencia 
se arraiga en temores históricos sobre el agua potable, perpetuando la 
desinformación. A pesar de la ausencia de estudios concluyentes que demuestren 
una superioridad del agua embotellada, su consumo persiste y la convierte en un 
producto de primera necesidad en México, a diferencia de otros países donde se 
percibe como un lujo.4 

                                                           
3 https://www.sabermas.umich.mx/archivo/articulos/352-numero-41/645-el-consumo-de-agua-
embotellada-en-mexico.html 
4 Ibidem 
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La incertidumbre sobre la calidad del agua hace que los mexicanos se vean en la 
necesidad de comprar agua embotellada. A diferencia de países como Alemania, 
España, Corea del Sur, Canadá, Estados Unidos y Chile donde es posible tomar 
agua directamente del grifo sin riesgo de que esté contaminada”. 
 
II. Perspectiva del agua embotellada. 
 
La perspectiva del agua embotellada es un tema de múltiples facetas, con un 
mercado que experimenta un crecimiento constante impulsado por diversos 
factores, pero que también se enfrenta a desafíos significativos en términos de 
sostenibilidad y percepción pública. Este crecimiento se atribuye, en gran medida, 
a la creciente preocupación por la calidad del agua del grifo en muchas regiones, lo 
que lleva a los consumidores a buscar alternativas percibidas como más seguras.  
 
Además, la conveniencia y el estilo de vida moderno juegan un papel crucial; el agua 
embotellada ofrece una solución práctica para la hidratación en movimiento, lo que 
se alinea con la tendencia hacia opciones de bebidas más saludables, lejos de las 
azucaradas. La innovación en productos, como las aguas funcionales con vitaminas 
y electrolitos o las opciones saborizadas sin azúcar, junto con estrategias de 
marketing y branding agresivas, también contribuyen a expandir su alcance en el 
mercado. 
 
En muchos otros países el agua embotellada es un artículo de lujo, una opción 
"gourmet" o un simple accesorio para actividades deportivas, en México se ha 
transformado en un artículo de primera necesidad, lo que subraya una problemática 
estructural más profunda que nos permite suponer que la población consume agua 
embotellada por una total desconfianza en el agua potable que se suministra por las 
tuberías. 
 
A pesar de su popularidad, la industria del agua embotellada enfrenta serias críticas, 
principalmente por el impacto ambiental del plástico. La producción y el desecho de 
miles de millones de botellas de PET contribuyen significativamente a la 
contaminación de océanos y vertederos, con bajas tasas de reciclaje efectivo.  
 
Otro punto de preocupación es la presencia de microplásticos y nanoplásticos en el 
agua embotellada, lo que genera interrogantes sobre sus posibles efectos en la 
salud a largo plazo. Además, un factor relevante para los consumidores es el costo 
elevado del agua embotellada en comparación con el agua del grifo, que plantea un 
diferencial relevante en cuestión de equidad en el acceso a un recurso fundamental.  
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La extracción de agua para embotellar a gran escala también ejerce presión sobre 
los recursos hídricos locales, especialmente en zonas con escasez, y la percepción 
de que gran parte del agua embotellada es simplemente agua del grifo filtrada puede 
socavar la confianza del consumidor. 
 
No podemos ignorar el impacto ambiental devastador de este consumo masivo. Se 
estima que diariamente se generan alrededor de 21 millones de botellas de plástico 
desechables, de las cuales lamentablemente solo se recicla aproximadamente el 
20% y la pregunta es: ¿en dónde quedan las otras 80%?, que de seguro terminan 
contaminando los ecosistemas. Esto representa una carga monumental para el 
medio ambiente, contribuyendo a la contaminación por plásticos en el país.5 
 
Hoy en día, el consumo de agua embotellada es la norma en México, desde 
garrafones hasta pequeñas botellas. Lamentablemente, este acceso al agua se ve 
más como la compra de un producto que como un derecho humano fundamental. 
Es aún más sorprendente considerar que el agua embotellada puede llegar a ser 
751 veces más cara que el agua de la red pública. 
 
III. Tamaño del mercado del agua embotellada en México. 
 
El mercado de agua embotellada en México alcanzó un valor de alrededor de 17.2 
mil millones de dólares en 2024. Se anticipa que el mercado objetivo crezca a una 
Tasa de Crecimiento Anual Compuesta (CAGR) del 3.9%) entre 2025 y 2034, para 
alcanzar un valor de alrededor de 24.27 mil millones de dólares en 2034.6 
 
En 2022, un hogar mexicano destinó en promedio $62.4 pesos mensuales al agua 
embotellada, lo que significó un gasto nacional de $28,100 millones de pesos.7 
 
El mercado mexicano de agua embotellada está dominado por un reducido grupo 
de empresas multinacionales: 
 

 Danone: Propietaria de la marca Bonafont, con una participación significativa 
en el mercado. 

 Coca-Cola FEMSA: A través de su marca Ciel, es uno de los principales 
actores en el sector. 

 PepsiCo: Con Epura también posee una cuota considerable del mercado. 
 

                                                           
5 Ibidem. 
6 https://www.informesdeexpertos.com/informes/mercado-de-agua-embotellada-en-mexico. 
7 https://forbes.com.mx/hogares-en-mexico-pagan-1643-pesos-anuales-por-agua-potable-pero-les-falla-el-
suministro/ 
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El mercado mexicano de agua embotellada está altamente concentrado, con solo 
tres empresas dominando el 82% de los ingresos. Bonafont (Danone), una empresa 
francesa de lácteos, lidera con el 38% de la participación, seguida de cerca por Ciel 
(Coca-Cola) con el 25% y Epura (PepsiCo) con el 19%. 
 
A pesar de que existen aproximadamente 7,000 embotelladoras en el país, la 
mayoría son pequeñas o incluso clandestinas. Las tres empresas líderes impulsan 
una industria que crece a un ritmo anual del 7%, generando ventas estimadas en 
234 mil millones de pesos en México8 
 
Principalmente los hogares de clase media y urbanos constituyen los principales 
consumidores para estas grandes corporaciones, mientras que el agua de los 
purificadores locales es más común en zonas aisladas y centros de población más 
pequeños. Los costos de estos proveedores locales suelen ser, en promedio, un 
50% menores que los de las grandes empresas, lo que refleja una segmentación 
del mercado. 
 
Se calcula que las personas gastan en la compra de agua embotellada 
aproximadamente el 70% de lo que se recauda por tarifas del servicio de agua 
municipal. Un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo reveló que el 81% de 
los mexicanos consume agua embotellada, lo que lleva a los hogares a desembolsar 
entre el 5% y el 10% de su ingreso mensual. Para los hogares de menores recursos, 
este gasto es aún más oneroso, pudiendo representar hasta el 20% de sus ingresos, 
exacerbando la desigualdad económica.9 
 
IV. Importancia de eliminar el Impuesto al Valor Agregado (IVA) al agua 
embotellada. 
 
Eliminar el IVA haría el agua embotellada más accesible para la población, 
especialmente para los segmentos de menores ingresos y en zonas marginadas. 
Dada la percepción generalizada de la mala calidad del agua de grifo en muchas 
zonas de México, el agua embotellada se ha vuelto un producto de primera 
necesidad. Gravarla con IVA encarece un bien básico, afectando directamente el 
poder adquisitivo de las familias. 
 

                                                           
8 https://www.sabermas.umich.mx/archivo/articulos/352-numero-41/645-el-consumo-de-agua-
embotellada-en-mexico.html 
9 https://www.sah.gob.mx/post/el-impacto-del-agua-embotellada-en-
m%C3%A9xico#:~:text=Un%20estudio%20del%20Banco%20Interamericano%20de%20Desarrollo,ese%20gas
to%20llega%20a%20representar%20el%2020%25. 
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Aunque idealmente el agua de grifo debería ser segura y de calidad, la realidad es 
que para muchos mexicanos el agua embotellada es la única opción percibida como 
potable. Quitar el IVA incentivaría su consumo, lo cual puede tener implicaciones 
positivas en la salud pública al asegurar que más personas tengan acceso a 
hidratación segura, en un contexto donde el acceso a agua potable de calidad no 
es universal. 
 
El IVA es un impuesto indirecto que afecta a todos los consumidores por igual, 
independientemente de su nivel de ingresos. Al gravar un producto tan fundamental 
como el agua, el IVA tiene un efecto regresivo, es decir, impacta proporcionalmente 
más a las personas de bajos ingresos, quienes destinan una mayor parte de su 
presupuesto a bienes básicos. Eliminarlo aliviaría esta carga. 
 
La Constitución Mexicana reconoce el derecho humano al agua. Si bien el agua de 
la red pública debería garantizar este derecho, la realidad obliga a muchos a recurrir 
al agua embotellada. Cobrar IVA sobre este producto lo posiciona como un bien de 
consumo sujeto a impuestos, en lugar de un elemento esencial para la vida. Eliminar 
el IVA reforzaría la idea de que el acceso a agua potable es un derecho, no un lujo 
gravable. 
 
En un país donde la infraestructura hídrica no garantiza agua potable en todos los 
hogares, especialmente en comunidades vulnerables, el agua embotellada se 
convierte en una necesidad ineludible. Gravarla con el impuesto es injusto para 
quienes no tienen otra opción viable para consumir agua segura. Quitar el IVA sería 
una medida de equidad y de justicia para lograr que el agua no les cueste tanto a 
las familias que menos tienen. 
 
La disponibilidad de agua potable segura es fundamental para prevenir 
enfermedades. Si bien la solución a largo plazo es mejorar la infraestructura del 
agua de grifo, mientras eso sucede, facilitar el acceso al agua embotellada mediante 
la eliminación del IVA puede contribuir a mejorar la salud pública y el bienestar 
general de la población. 
 
Al no gravar con el impuesto el agua embotellada, se reduce el precio final del 
producto, lo que podría fomentar el acceso más equitativo a este recurso, 
especialmente en regiones donde el suministro de agua potable es limitado o de 
mala calidad. Esta medida aliviaría las tensiones del mercado en zonas marginadas, 
donde la dependencia de agua embotellada es más pronunciada. 
 
Cabe destacar que existen otros productos esenciales, como los alimentos básicos, 
que ya se encuentran exentos del cobro del IVA. Esta reforma busca alinearse con 
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el principio de equidad fiscal, aplicando las mismas consideraciones a un recurso 
fundamental como el agua embotellada en su presentación menor de 10 litros de 
acuerdo a la Ley del IVA. 
 
Por último, es importante señalar que la eliminación del impuesto al agua 
embotellada implicaría una pérdida de ingresos fiscales para el gobierno, lo que 
requeriría evaluar que se deje de gastar los proyectos improductivos para que se 
compense esa recaudación. Además, aunque la eliminación del IVA podría 
beneficiar a los consumidores, no aborda la raíz del problema: la necesidad de 
mejorar la infraestructura y la confianza en el agua de grifo en México. No obstante, 
como medida a corto o mediano plazo para aliviar la carga económica sobre los 
consumidores, es un argumento sustantivo. 
 
Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración de esta Honorable 
Soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de: 
 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 2-A FRACCIÓN I INCISO C DE LA 
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
 
 
Artículo Único.- Se reforma el artículo 2o.-A fracción I inciso C de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado para quedar como sigue: 
 
Artículo 2º.-A. … 
 
I. … 
 
a) … 
 
b) … 
 
c) Hielo y agua no gaseosa ni compuesta, ni embotellada en cualquier 
presentación.  
 
 
d) al j) … 
 
II al IV. … 
 
… 
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Artículos Transitorios 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  
 
 
 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 17 de septiembre de 2025 
 
 
 
 
 
 
 
 

Dip. José Elías Lixa Abimerhi 
Coordinador del Grupo Parlamentario  

del Partido Acción Nacional 
 
 
 

Diputadas y Diputados Federales del 
GPPAN 
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CON PROYECTO DE “DECRETO QUE ADICIONA LA LEY ADUANERA, EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN, COORDINACIÓN Y VIGILANCIA CIVIL DE LAS ADUANAS” A CARGO DE 
LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS FEDERALES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
ACCIÓN NACIONAL. 

El Diputado José Elías Lixa Abimerhi, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional, así como las Diputadas y Diputados Federales integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la 

Unión en su LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en el artículo en lo dispuesto 

en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

y 6, fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración 

de esta Soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de “DECRETO QUE ADICIONA LA LEY 

ADUANERA, EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN, COORDINACIÓN Y VIGILANCIA CIVIL DE LAS 

ADUANAS”, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La presente iniciativa tiene por objeto fortalecer la vigilancia de los actos, procedimientos y 

documentación de las aduanas en México. Las aduanas, en términos de la legislación 

aplicable son las oficinas de la Administración Pública Federal ubicadas en un puerto, 

aeropuerto o recinto de tránsito, encargadas de: aplicar la legislación relativa a los 

regímenes aduaneros; verificar el cumplimiento de las regulaciones y restricciones sobre las 

mercancías de comercio exterior; aplicar las políticas gubernamentales que regulan la 

entrada y salida de mercancías en el territorio nacional, así como de asegurar el pago de las 

contribuciones y cuotas compensatorias correspondientes a dichas mercancías.  

Lo anterior, debido a los recientes actos de corrupción hechos del conocimiento público, 

pero también en atención a la necesidad de que la administración aduanera recupere su 

carácter eminentemente civil, técnico y profesional, libre de interferencias militares que 
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han demostrado ser ineficaces para garantizar controles modernos y eficientes. Con ello se 

busca consolidar un sistema aduanero capaz de responder a las exigencias del comercio 

internacional, promover la competitividad del país y reducir al mínimo la discrecionalidad 

que ha favorecido prácticas ilícitas. 

Asimismo, la presente iniciativa tiene como finalidad regresar las tareas civiles a 

autoridades con ese carácter y que no las realicen los militares ni los marinos. Ello responde 

a una visión de respeto a la división de funciones en un Estado democrático, donde las 

Fuerzas Armadas cumplen un papel fundamental en la defensa de la soberanía nacional y 

en la salvaguarda de la seguridad nacional, pero no deben sustituir a las instancias civiles 

en labores que por su naturaleza corresponden a la administración pública federal.  

De esta manera se reafirma el principio de supremacía civil sobre lo militar, se fortalece la 

profesionalización de los servidores públicos en materia aduanera y se generan condiciones 

para una mayor cooperación con organismos internacionales especializados en comercio, 

fiscalización y seguridad aduanera. 

Antecedentes. 

El veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

el “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Reglamento Interior del Servicio 

de Administración Tributaria, y por el que se expide el Reglamento Interior de la Agencia 

Nacional de Aduanas de México”. 

En dicho Decreto se dispuso, entre otras cuestiones, que para una mejor organización y 

colaboración de las autoridades federales que ejercen sus atribuciones en los puntos de 

entrada y salida del país, las autoridades que actúan en las aduanas serían coordinadas de 
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manera conjunta por la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de Marina y la 

propia Agencia Nacional de Aduanas de México. 

Posteriormente, el veinticuatro de mayo de dos mil veintidós, se publicó en el Diario Oficial 

de la Federación el “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones del ‘Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Reglamento 

Interior del Servicio de Administración Tributaria, y por el que se expide el Reglamento 

Interior de la Agencia Nacional de Aduanas de México’, publicado el 21 de diciembre de 

2021”. 

Es a través de este último Decreto que se formalizó la intervención y coordinación militar 

en la totalidad de las aduanas del país. En los hechos, se realizó una redistribución de las 

funciones de supervisión y control, transfiriendo la coordinación a la Secretaría de la 

Defensa Nacional y a la Secretaría de Marina, mientras que a la Agencia Nacional de 

Aduanas de México se le eliminó la facultad de dirigir y coordinar directamente dichas 

operaciones. 

Militarización de funciones civiles en las aduanas. 

La formalización de la intervención y coordinación militar en las aduanas del país representó 

un paso más en el proceso de militarización de tareas eminentemente civiles promovido y 

defendido por la administración de Andrés Manuel López Obrador. Con esta decisión se 

transfirieron responsabilidades administrativas, técnicas y de fiscalización, que 

históricamente correspondían a autoridades civiles, a las Fuerzas Armadas, bajo el 

argumento de fortalecer la seguridad nacional y combatir la corrupción en los puntos de 

entrada y salida del territorio. 
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Dicha medida generó una serie de cuestionamientos en torno a la legalidad y pertinencia 

de involucrar a las Fuerzas Armadas en funciones que no forman parte de su misión 

constitucional. Las aduanas, por su naturaleza, requerían personal altamente capacitado en 

materia tributaria, comercial y administrativa, así como procedimientos sujetos a 

mecanismos de transparencia y rendición de cuentas. Al trasladar estas funciones a 

instituciones militares, se corría el riesgo de opacar los procesos, debilitar el control civil y 

establecer prácticas contrarias al principio democrático de subordinación militar al poder 

civil. 

Además, la militarización de las aduanas no significa la solución integral y eficaz sobre los 

problemas de corrupción, contrabando y defraudación fiscal. Asimismo, diversos analistas 

y organismos especializados advirtieron que la presencia militar generaría tensiones con el 

comercio internacional, limitaría la cooperación con organismos civiles y perpetuaría un 

modelo de concentración de poder en las Fuerzas Armadas.  

Ya diversos organismos internacionales de derechos humanos han señalado que el 

involucramiento de las Fuerzas Armadas en funciones estrictamente civiles -como el control 

aduanero o migratorio- no resulta recomendable, pues rompe con el principio democrático 

de separación entre defensa nacional y tareas civiles. 

En particular, se ha advertido que cuando el Ejército o la Marina asumen labores de carácter 

administrativo o civil, se genera un alto riesgo de corrupción, opacidad y violaciones a 

derechos humanos, al no estar estas instituciones sujetas a los mismos estándares de 

rendición de cuentas y transparencia que las autoridades civiles. Con esto, no sólo se 

pueden presentar violaciones a los derechos humanos de los civiles que reciben o participan 

en la prestación de ese servicio público, sino que también representa un alto riesgo al 

reconocimiento institucional de nuestras Fuerzas Armadas.   
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Exceso en las facultades administrativas del Ejecutivo Federal. 

Por otra parte, se cuestionó la legalidad de la formalización de la intervención y 

coordinación militar en las aduanas del país a través de un simple acto administrativo, en 

lugar de un proceso legislativo que garantizara el debate democrático y el respeto a la 

división de poderes. Mediante la expedición de decretos y reformas reglamentarias, el 

Ejecutivo Federal trasladó funciones que, por su naturaleza, corresponden a autoridades 

civiles y técnicas hacia las Fuerzas Armadas, sin contar con una base constitucional clara ni 

con la participación del Congreso de la Unión. 

Los reglamentos y decretos son instrumentos normativos de carácter secundario y 

subordinado a la ley, por lo que no pueden modificar la esencia de la distribución de 

competencias prevista en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La 

decisión de otorgar la coordinación de las aduanas a las Secretarías de la Defensa Nacional 

y de Marina rebasó el ámbito reglamentario, pues se trató de un cambio estructural en la 

concepción civil de la administración aduanera, debilitando el control legislativo y 

contraviniendo principios como la reserva de ley y la legalidad. Se trató de un uso 

discrecional y expansivo de las facultades administrativas del Ejecutivo Federal, al amparo 

de la supuesta eficiencia administrativa, vulnerando la autonomía de órganos civiles y la 

supremacía del marco constitucional.  

Asimismo, erosionó el equilibrio entre poderes, sino que también se continuó con un 

modelo de gobernanza basado en decisiones unilaterales del Ejecutivo Federal, en 

detrimento de la transparencia, la rendición de cuentas y los contrapesos institucionales 

que caracterizan a un régimen democrático. 

Irregularidades en el control militar de las aduanas 
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En días recientes, diversos medios de comunicación informaron sobre actos de corrupción 

en las aduanas cometidos por algunos integrantes de la Secretaría de Marina, quienes 

fueron señalados por prácticas indebidas en la gestión de los recintos portuarios. Entre las 

denuncias destacan la manipulación de cargas, el cobro ilegal de cuotas y la presunta 

complicidad con redes de contrabando y delincuencia organizada.  

Estos hechos evidenciaron la vulnerabilidad de las aduanas bajo control militar y se 

confirmó que la sustitución de autoridades civiles por militares no garantiza transparencia 

ni eficiencia en la administración aduanera. 

Estos casos ponen de relieve la urgencia de replantear la política de militarización de las 

aduanas y devolver la coordinación de estas funciones a la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, institución con las competencias técnicas y administrativas necesarias para llevar a 

cabo dichas tareas. La persistencia de actos de corrupción demuestra que el verdadero 

desafío radica en fortalecer mecanismos de control civil, de auditoría y de rendición de 

cuentas, así como en profesionalizar al personal responsable de la vigilancia y gestión de los 

puntos de entrada y salida del país. 

Recuperación del control civil de las aduanas en México. 

El control civil de las aduanas de nuestro país constituirá un principio indispensable para 

garantizar que estas funciones estratégicas se ejerzan con transparencia, eficiencia y apego 

a la legalidad. Las aduanas no solo representan un punto clave para el comercio exterior y 

la seguridad económica del país, sino también para la recaudación tributaria y el combate 

al contrabando. La naturaleza de las aduanas es eminentemente administrativa y fiscal, lo 

que obliga a que la autoridad competente sea una instancia civil especializada, con 

experiencia en materia hacendaria y tributaria, como lo es la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público. 
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La experiencia reciente ha mostrado que la transferencia de estas funciones a instituciones 

militares no es la única solución para resolver los problemas de corrupción.  

En contraste, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuenta con la infraestructura 

institucional, el marco legal y la experiencia técnica para coordinar de manera eficiente las 

aduanas del país. Dicha instancia cuenta con el Servicio de Administración Tributaria y la 

Agencia Nacional de Aduanas de México, organismos diseñados precisamente para la 

fiscalización, recaudación y supervisión del comercio exterior.  

Es necesario reforzar su papel de las autoridades civiles para garantizar que los procesos 

aduaneros se rijan por criterios técnicos, administrativos y fiscales, reduciendo la 

discrecionalidad y fomentando la transparencia en beneficio de las finanzas públicas. 

Por ello, recuperar el control civil de las aduanas no es solo una cuestión de legalidad, sino 

una medida estratégica para blindar al país hacer frente a la corrupción y el crimen 

organizado. La subordinación de estas funciones a autoridades civiles fortalece la rendición 

de cuentas, permite una mayor cooperación con organismos internacionales y refuerza la 

confianza del sector privado y de la ciudadanía en la institucionalidad del Estado mexicano.  

Nuestro país requiere consolidar un modelo aduanero moderno, profesional y 

transparente, a la altura de los retos económicos y de seguridad. 

Las tareas de las Fuerzas Armadas. 

Las Fuerzas Armadas de nuestro país, tanto la Secretaría de la Defensa Nacional como la 

Secretaría de Marina, han desempeñado un papel invaluable en la defensa de la soberanía, 

la seguridad pública, seguridad interior y la atención a emergencias y desastres naturales.  
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Su disciplina, entrega y compromiso con la patria han sido pilares en momentos de crisis y 

han permitido sostener la estabilidad de amplias regiones del país frente a amenazas 

graves. Es justo reconocer que su labor ha contribuido a la paz social y a la protección de 

millones de mexicanas y mexicanos. 

Sin embargo, la grandeza de nuestras instituciones militares no debe confundirse con la 

sustitución de funciones que constitucionalmente corresponden a autoridades civiles. El 

atribuirles tareas administrativas y fiscales, como la coordinación de las aduanas, debilita 

tanto la misión esencial de las Fuerzas Armadas como la capacidad del Estado para 

garantizar transparencia y rendición de cuentas.  

Las Diputadas y Diputados Federales integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión en su LXVI 

Legislatura reconocemos y valoramos profundamente el trabajo, dedicación y lealtad del 

Ejército y la Armada de México. Precisamente por ello, resulta indispensable preservar su 

integridad institucional y asegurar que concentren su labor en aquello para lo que fueron 

concebidas: la salvaguarda de la seguridad nacional.  

Para los efectos señalados y una mejor clarificación de la presente iniciativa, presentamos 

el siguiente cuadro comparativo entre el texto vigente de la Ley Aduanera y las 

modificaciones propuestas: 

Ley Aduanera 

Texto vigente Texto propuesto 

Artículo 14. El manejo, almacenaje y custodia de las 
mercancías de comercio exterior compete a las 
aduanas  
 
 
 

Artículo 14. El manejo, almacenaje y custodia de las 
mercancías de comercio exterior compete a las 
aduanas, que actuarán bajo mandos civiles sujetas 
a la regulación y coordinación del Servicio de 
Administración Tributaria. Para ello, estarán a lo 
previsto en las leyes y normas aplicables, así como 
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Texto vigente Texto propuesto 

 
 
 
 
 
 
 
Los recintos fiscales son aquellos lugares en donde 
las autoridades aduaneras realizan indistintamente 
las funciones de manejo, almacenaje, custodia, 
carga y descarga de las mercancías de comercio 
exterior, fiscalización, así como el despacho 
aduanero de las mismas.  
El Servicio de Administración Tributaria podrá 
otorgar concesión para que los particulares presten 
los servicios de manejo, almacenaje y custodia de 
mercancías, en inmuebles ubicados dentro de los 
recintos fiscales, en cuyo caso se denominarán 
recintos fiscalizados concesionados. La concesión se 
otorgará mediante licitación conforme a lo 
establecido en el Reglamento e incluirá el uso, goce 
o aprovechamiento del inmueble donde se 
prestarán los servicios.  
Para obtener la concesión a que se refiere el párrafo 
anterior, se deberá acreditar ser persona moral 
constituida de conformidad con las leyes mexicanas, 
su solvencia moral y económica, su capacidad 
técnica, administrativa y financiera, así como la de 
sus accionistas, contar con experiencia en la 
prestación de los servicios de manejo, almacenaje y 
custodia de mercancías y estar al corriente en el 
cumplimiento de sus obligaciones fiscales, para lo 
cual deberán anexar a su solicitud el programa de 
inversión y demás documentos que establezca el 
Reglamento, para acreditar que el solicitante 
cumple con las condiciones requeridas.  
Las concesiones se podrán otorgar hasta por un 
plazo de veinte años, el cual podrá prorrogarse a 
solicitud del interesado hasta por un plazo igual, 
siempre que la solicitud se presente durante los 
últimos tres años de la concesión y se sigan 
cumpliendo los requisitos previstos para su 
otorgamiento y con las obligaciones derivadas de la 
misma.  
Al término de la concesión o de su prórroga, las 
obras, instalaciones y adaptaciones efectuadas 

los instrumentos que se deriven del ejercicio de las 
atribuciones establecidas en la Ley del Sistema 
Nacional de Investigación e Inteligencia en Materia 
de Seguridad Pública y en la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública.   
… 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
…  
 
 
 
 
 
 
 
… 
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Texto vigente Texto propuesto 

dentro del recinto fiscal, así como el equipo 
destinado a la prestación de los servicios de que se 
trate, pasarán en el estado en que se encuentren a 
ser propiedad del Gobierno Federal, sin el pago de 
contraprestación alguna para el concesionario. 

 

Por lo anteriormente expuesto, las Diputadas y Diputados Federales integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la 

Unión en su LXVI Legislatura sometemos a consideración de esta Soberanía la siguiente 

iniciativa con proyecto de:  

 

DECRETO QUE ADICIONA LA LEY ADUANERA, EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN, 

COORDINACIÓN Y VIGILANCIA CIVIL DE LAS ADUANAS. 

 

Artículo Único.- Se reforma el primer párrafo del artículo 14 de la Ley Aduanera, para 

quedar como sigue:  

Artículo 14. El manejo, almacenaje y custodia de las mercancías de comercio exterior 

compete a las aduanas, que actuarán bajo mandos civiles sujetas a la regulación y 

coordinación del Servicio de Administración Tributaria. Para ello, estarán a lo previsto en 

las leyes y normas aplicables, así como los instrumentos que se deriven del ejercicio de 

las atribuciones establecidas en la Ley del Sistema Nacional de Investigación e Inteligencia 

en Materia de Seguridad Pública y en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública.   
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… 

… 

… 

…  

… 

 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

Segundo. El Ejecutivo Federal deberá realizar las modificaciones reglamentarias 

correspondientes para dar cumplimiento al presente Decreto en un plazo de 30 días 

naturales a partir de la publicación del presente Decreto. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones contrarias a lo previsto en el presente Decreto. 

Cuarto. En un plazo de 90 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto, los recursos, productos y aprovechamientos derivados de los mismos 

obtenidos por la Secretaría de la Defensa Nacional como por la Secretaría de Marina que se 

encuentren en los vehículos financieros constituidos para recibir y administrar los recursos 

que derivaron a su vez de cualquier otro vehículo financiero para la recepción de la 

contraprestación prevista en el artículo 16 de la Ley Aduanera, deberán ser enterados en su 

totalidad a la Tesorería de la Federación.  

Quinto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público informará anualmente a esta Soberanía 

sobre el estado que guarda la administración, coordinación y vigilancia de las aduanas del 
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país, detallando las acciones implementadas para garantizar la transparencia, el combate a 

la corrupción, la eficiencia en la recaudación y la seguridad en los puntos de entrada y salida 

del territorio nacional. El informe deberá remitirse a las comisiones competentes de la 

Cámara de Diputados y del Senado de la República, para su análisis y seguimiento. 

 

Recinto Legislativo de San Lázaro, a  17 de septiembre de 2025. 

 

 

 

 

Dip. José Elías Lixa Abimerhi 
Coordinador del Grupo Parlamentario  

del Partido Acción Nacional 
 
 
 

Diputadas y Diputados Federales del 
GPPAN 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DE SALUD, EN 

MATERIA DE CÁNCER DE PRÓSTATA. 

 

El que suscribe Favio Castellanos Polanco Diputado Federal e integrante del Grupo 

Parlamentario Morena de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados del 

Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6 

numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta soberanía la presente Iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se adicionan y reforman diversas disposiciones a la Ley General de Salud, 

en materia de cáncer de próstata al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

El cáncer de próstata es el tumor maligno más frecuente entre los hombres en 

México y una de las principales causas de muerte, lo anterior de acuerdo con la 

Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer (s.f.). De acuerdo con 

información de la Secretaría de Salud (2023) en nuestro país cada año se 

diagnostican más de 25 mil nuevos casos de cáncer de próstata en el país, y más 

de 7,500 hombres fallecen a causa de esta enfermedad. La institución también 

señala que se ha tenido una tendencia al alza con respecto a la incidencia y 

mortalidad en años recientes lo cual obedece, entre otras cosas, a que la mayoría 

de los pacientes saben de esta enfermedad en etapas avanzadas, lo que dificulta 

su curación y agrava el impacto en su calidad de vida y la de sus familias.  

El cáncer de próstata encabeza la lista de cánceres en hombres mexicanos tanto 

en incidencia como en mortalidad (Agencia Internacional para la Investigación del 

Cáncer, s.f.). Según datos del Instituto Nacional de Cancerología (INCan) y la 

Secretaría de Salud, en México se detectan anualmente más de 25,000 casos 
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nuevos de cáncer de próstata, lo que equivale aproximadamente al 28% de todos 

los cánceres en hombres (INCan & Secretaría de Salud, s.f.). Por su parte la 

Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer señala que la tasa de 

incidencia estimada es cercana a 39 casos por 100,000 hombres por año, la más 

alta entre los tumores masculinos. En cuanto a la mortalidad, información del 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2025) indica que el cáncer de 

próstata es la primera causa de muerte por cáncer en hombres mexicanos. 

Cada año mueren más de 7,000 hombres por esta neoplasia (Secretaría de Salud, 

2023), con una tasa de mortalidad estimada alrededor de 9-14 por 100,000 

hombres (Organización Panamericana de la Salud, s.f.). Esta elevada mortalidad 

ubica al cáncer prostático como un problema de salud pública crítico. Estudios 

epidemiológicos señalan que la carga de la enfermedad ha ido en aumento en las 

últimas décadas (Zhao et al., 2022).  

El desarrollo del cáncer de próstata está asociado a diversos factores de riesgo. 

De acuerdo con la Propia Secretaría de Salud (2023) el principal factor es la edad 

avanzada: el riesgo incrementa marcadamente después de los 50 años, y 

especialmente a partir de los 65 años. Dicha institución también indica que la 

historia familiar también juega un papel importante; tener un pariente de primer 

grado (padre o hermano) con cáncer de próstata multiplica el riesgo personal hasta 

por 8 veces. De hecho, asevera la Secretaría, se estima que 1 de cada 6 hombres 

mexicanos podría desarrollar cáncer de próstata a lo largo de su vida, por lo que 

se recomienda iniciar revisiones anuales a partir de los 40 años en quienes tengan 

antecedentes familiares de este cáncer. Finalmente, otros factores asociados 

incluyen componentes del síndrome metabólico y hábitos de vida: la presencia de 

hipertensión, obesidad y sedentarismo se ha vinculado con mayor probabilidad 

de padecer cáncer prostático.  

En el caso mexicano la Secretaría de Salud señala que siete de cada 10 pacientes 

en México llegan por primera vez al médico con cáncer de próstata en etapa 
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avanzada, frecuentemente porque postergaron los estudios diagnósticos. Entre las 

razones de esta detección tardía, menciona la dependencia, se encuentran el 

miedo al diagnóstico (reportado por 70% de hombres en una encuesta del INCan), 

la falta de conocimiento de los síntomas (50%) y la creencia errónea de que las 

pruebas o tratamientos podrían “afectar su masculinidad” (60%). 

Estos datos subrayan la necesidad de mejorar la educación sanitaria y la confianza 

de los pacientes en los métodos diagnósticos. A pesar de los retos, en los últimos 

años ha habido esfuerzos importantes para ampliar la capacidad de tratamiento 

oncológico en el país, incluyendo la creación de centros estatales de cancerología, 

adquisición de equipos de radioterapia más modernos, y la inclusión de 

medicamentos innovadores en el cuadro básico del sector salud. Continuar 

fortaleciendo el primer nivel de atención para la detección temprana y asegurar la 

disponibilidad de tratamientos avanzados en todo el territorio nacional son 

prioridades para cerrar la brecha en resultados clínicos. 

 

Además de lo ya señalado, existen diversas barreras que dificultan la atención 

adecuada de esta enfermedad en el país como lo son:  

 

1. Barreras socioeconómicas y educativas: 

 Nivel socioeconómico bajo: Los hombres de estratos socioeconómicos 

bajos enfrentan dificultades para acceder a servicios de salud de calidad, lo 

que limita la detección temprana y el tratamiento oportuno del cáncer de 

próstata.   

 Bajo nivel educativo: La falta de educación limita el conocimiento sobre la 

importancia de la detección temprana y los factores de riesgo asociados al 

cáncer de próstata, lo que puede retrasar la búsqueda de atención médica. 

2. Acceso limitado a servicios de salud: 
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 Falta de seguridad social: Las personas sin acceso a servicios de salud 

contributivos o privados enfrentan mayores obstáculos para recibir atención 

médica adecuada.   

 Infraestructura y recursos insuficientes: La carencia de equipos médicos 

especializados y personal capacitado en ciertas regiones limita la capacidad 

de diagnóstico y tratamiento oportuno.  

3. Factores culturales y de género: 

 Percepción de la salud masculina: Existe una menor cultura de prevención 

en la población masculina, lo que se traduce en una baja participación en 

programas de detección temprana.  

 Estigmas asociados a procedimientos diagnósticos: Algunos hombres 

evitan realizarse exámenes como el tacto rectal debido a prejuicios o 

desinformación, lo que retrasa el diagnóstico.  

4. Disparidades en la calidad de atención: 

 Variabilidad entre instituciones: La calidad de atención puede variar 

significativamente entre diferentes instituciones de salud, afectando la 

experiencia y resultados de los pacientes.  

 5. Estilos de vida poco saludables: 

 Hábitos nocivos: La prevalencia de dietas desequilibradas, tabaquismo y 

sedentarismo aumenta el riesgo de desarrollar cáncer de próstata y otras 

enfermedades crónicas.  

 6. Falta de programas integrales de atención: 

 Ausencia de estrategias nacionales: La inexistencia de programas de 

acción específicos para el cáncer de próstata limita la coordinación y eficacia 

de las intervenciones en prevención, detección y tratamiento.  

 

Abordar estas barreras requiere un enfoque integral que incluya políticas públicas 

orientadas a la equidad en salud, fortalecimiento de la infraestructura sanitaria, 
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campañas de educación y sensibilización, y la implementación de programas 

específicos para la atención del cáncer de próstata en México. 

Dada la magnitud del problema, el gobierno mexicano y las instituciones de salud 

han implementado políticas y programas específicos para el control del cáncer 

de próstata. Uno de los marcos normativos fundamentales es la Norma Oficial 

Mexicana NOM-048-SSA2-2017, que establece los lineamientos para la 

prevención, detección, diagnóstico, tratamiento y vigilancia epidemiológica 

del crecimiento prostático benigno (hiperplasia) y del cáncer de próstata (IMSS, 

2023).  

Esta norma actualizada en 2017 brinda guías para los profesionales de la salud 

sobre a qué grupos de edad realizar el tamizaje (por ejemplo, recomendando PSA 

y tacto rectal anual en hombres mayores de 50, o desde los 45 con factores de 

riesgo), criterios para referir a urología, protocolos de tratamiento según la etapa, y 

disposiciones para el registro de casos y seguimiento. La existencia de la NOM-048 

refleja el reconocimiento oficial de la necesidad de un abordaje estandarizado a nivel 

nacional para este cáncer. 

En cuanto a programas de prevención y detección temprana, la Secretaría de 

Salud destaca el Programa OPUS (Programa de Oportunidades en Salud para 

varones), implementado por el Instituto Nacional de Cancerología desde 2019. Este 

programa de acuerdo con la dependencia federal está dirigido principalmente a 

hombres mayores de 40 años sin seguridad social, con el objetivo de reforzar la 

prevención, el diagnóstico oportuno y la atención integral del cáncer de 

próstata en poblaciones vulnerables.A través de OPUS se realizan jornadas de 

detección (pruebas de PSA y exámenes clínicos gratuitos), se brinda información 

educativa sobre síntomas urológicos, y se canaliza a los pacientes sospechosos 

para estudios confirmatorios y tratamiento en el INCan u otros centros 

especializados. Los resultados preliminares de esta estrategia han sido 
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prometedores: con OPUS y campañas de sensibilización asociadas, cada vez más 

hombres acuden en etapas iniciales a valoración, lo que permite ofrecer 

tratamientos innovadores y multidisciplinarios con mayor posibilidad de 

curación de acuerdo con lo señalado por la Secretaría de Salud. Un estudio en la 

Ciudad de México mostró que la introducción de campañas de detección temprana 

a partir de 2014 logró reducir la proporción de casos metastásicos al 

diagnóstico y aumentar las oportunidades de tratamiento curativo (cirugía o 

radioterapia) en comparación con años previos (González et al., 2023).  

Esto evidencia el impacto positivo que pueden tener las políticas de tamizaje 

focalizado en entornos donde predominaba el diagnóstico tardío. 

Además de OPUS, otras instituciones realizan esfuerzos de prevención. El Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS), que atiende a una gran proporción de la 

población masculina, ha desarrollado guías de práctica clínica alineadas con la 

NOM y frecuentemente lleva a cabo campañas durante el Mes de la Salud del 

Hombre o en fechas conmemorativas (por ejemplo, alrededor del 11 de junio, Día 

Mundial del Cáncer de Próstata) para invitar a sus derechohabientes a realizarse 

chequeos prostáticos. La Secretaría de Salud, por su parte, ha difundido mensajes 

en medios masivos sobre la importancia de la detección temprana, y algunos 

gobiernos estatales organizan ferias de la salud con exámenes de PSA gratuitos 

para hombres mayores. También existen iniciativas de la sociedad civil y ONGs 

enfocadas en cáncer de próstata que impulsan la concientización (por ejemplo, la 

campaña anual “Noviembre Azul” que ilumina monumentos de azul y promueve que 

los hombres se realicen revisiones). 

En el ámbito de políticas más amplias, el Programa Nacional para el Control del 

Cáncer incluye al cáncer de próstata como una de las prioridades, buscando 

mejorar la infraestructura oncológica y el registro de cáncer (Registro Nacional de 

Cáncer) que permitirá planear mejor los recursos. Asimismo, el Consejo Nacional 
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de Ciencia y Tecnología (CONACYT) ha apoyado proyectos de investigación y 

registro epidemiológico (como el registro Can.Prost mencionado abajo) para 

generar evidencia local que guíe las políticas. En resumen, México cuenta con 

lineamientos oficiales claros (NOM-048) y ha implementado programas de tamizaje 

y atención (como OPUS) orientados a la detección temprana y atención gratuita, 

aunque persiste el reto de ampliar su alcance a toda la población en riesgo y de 

homogeneizar la calidad de la atención oncológica en todas las instituciones. 

El cáncer de próstata genera un importante impacto social y económico en 

México. En términos sociales, al ser un padecimiento que afecta mayormente a 

hombres en edades medias y avanzadas, sus consecuencias trascienden al 

paciente e involucran a las familias y cuidadores. Muchos pacientes diagnosticados 

en etapas avanzadas sufren una merma en su calidad de vida, pues la 

enfermedad avanzada puede provocar dolor crónico, limitaciones físicas (por 

metastasis óseas, por ejemplo) y efectos secundarios de tratamientos prolongados. 

De acuerdo con especialistas del INCan, la presentación tardía de la enfermedad 

conlleva el deterioro de la calidad de vida del paciente y también de la salud de 

la persona cuidadora, así como de su economía familiar, de acuerdo con la 

Secretaría de Salud. Esto se debe a que cuando un hombre desarrolla cáncer de 

próstata avanzado, a menudo un integrante de la familia (esposa, hijos) debe asumir 

el rol de cuidador, reduciendo sus horas de trabajo o abandonando empleo, con la 

consecuente pérdida de ingresos. Además, los costos asociados al tratamiento y 

cuidado (gastos de transporte a hospitales especializados, medicamentos, 

adecuaciones en el hogar, etc.) pueden ser significativos, especialmente si el 

paciente no estaba cubierto por seguro en el momento del diagnóstico. 

La atención médica de pacientes con cáncer de próstata representa una carga 

económica significativa para las instituciones de salud pública en México. Por 

ejemplo, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado (ISSSTE) reportó que, durante un periodo reciente, la atención a pacientes 
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con este tipo de cáncer implicó un gasto de 6,028 millones de pesos, considerando 

consultas, atención ambulatoria y hospitalización.  

Además, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) proporciona tratamientos 

como cirugía, radioterapia y terapias hormonales para combatir el cáncer de 

próstata. Estos tratamientos, aunque efectivos, representan costos considerables 

para la institución debido a la alta incidencia de la enfermedad.  

Los pacientes también enfrentan gastos significativos relacionados con el 

diagnóstico y tratamiento del cáncer de próstata. Por ejemplo, el costo de la prueba 

de antígeno prostático específico (PSA), utilizada para la detección temprana, varía 

según el laboratorio y la región. La Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco) 

recopiló precios que oscilan entre $171 y $732 pesos en diferentes estados del país, 

lo que destaca la importancia de comparar costos antes de realizarse la prueba.  

Además de los costos directos de las pruebas y tratamientos, los pacientes pueden 

enfrentar gastos indirectos, como transporte, medicamentos complementarios y 

pérdida de ingresos debido a la incapacidad laboral, lo que incrementa la carga 

económica tanto para ellos como para sus familias.  

El Centro Nacional de Excelencia Tecnológica en Salud (CENETEC) realizó una 

evaluación clínica y económica de las alternativas de cirugía radical para el 

tratamiento del cáncer localizado de próstata. Este estudio comparó la 

prostatectomía radical abierta, la laparoscópica y la asistida por robot, analizando 

costos y resultados clínicos para determinar la opción más eficiente y efectiva en el 

contexto del sistema de salud mexicano.  

El cáncer de próstata representa una carga económica considerable tanto para el 

sistema de salud público en México como para los pacientes y sus familias. La 

implementación de políticas de prevención, detección temprana y tratamientos 
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costo-efectivos es esencial para reducir el impacto financiero y mejorar la calidad 

de vida de los afectados. 

En México, aunque existe cobertura pública para estos casos, algunas familias 

enfrentan gastos de bolsillo en la búsqueda de segundas opiniones o terapias no 

cubiertas, lo que puede afectar su estabilidad financiera. Un análisis realizado por 

la Secretaría de Salud sobre las consecuencias económicas del cáncer en general 

reveló que 46% de los pacientes con cáncer fallecen por la enfermedad a pesar 

de recibir tratamiento, lo cual refleja la gravedad de muchos casos al diagnóstico y 

supone que en casi la mitad de las familias afectadas se pierde a un ser querido, 

con el dolor humano y la pérdida de productividad que ello implica. En el caso del 

cáncer de próstata, la productividad perdida puede ser menor en términos de años 

de vida laboral (dado que suele ocurrir en mayores de 60), pero aun así impacta en 

que muchos hombres en edad de jubilación activa o pre-jubilación se ven impedidos 

de seguir trabajando o participando plenamente en la vida social. 

Otro aspecto social importante es el estigma y la sensibilidad cultural en torno a 

la salud masculina. Tradicionalmente ha existido cierta renuencia de los varones a 

someterse a exámenes rectales o admitir síntomas urinarios, por consideraciones 

de machismo o temor. Esta barrera cultural ha resultado en diagnósticos tardíos, 

como se mencionó antes: una encuesta del INCan halló que 60% de los hombres 

evitaban hacerse pruebas prostáticas porque temían que “disminuya su 

masculinidad”, y más del 70% por miedo a recibir malas noticias señala la Secretaría 

de Salud.  

Estas percepciones erróneas requieren abordajes educativos para cambiar 

actitudes y normalizar el chequeo prostático como parte del autocuidado, de forma 

similar a lo que se ha hecho con el Papanicolaou en mujeres. Afortunadamente, en 

años recientes se observa una mayor apertura en las nuevas generaciones para 

hablar del tema y una creciente presencia del cáncer de próstata en la conversación 
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pública (por ejemplo, figuras públicas que comparten sus experiencias), lo que 

ayuda a reducir el estigma. 

En el aspecto macroeconómico, el cáncer de próstata representa una carga 

significativa para el sistema de salud. Siendo uno de los cánceres más 

prevalentes, consume una porción importante de los recursos oncológicos: desde 

consultas especializadas de urología y oncología, procedimientos diagnósticos 

(biopsias, imágenes) hasta tratamientos costosos (cirugías, radioterapia, 

medicamentos de última generación). El financiamiento de estos servicios, 

principalmente a través de instituciones públicas, requiere presupuesto sostenible.  

Estudios internacionales señalan que tratar casos avanzados resulta más oneroso 

que prevenir o detectar temprano; por ejemplo, el costo de medicamentos para 

cáncer metastásico resistente (como quimioterapias o terapias dirigidas) puede ser 

varias veces mayor que el de un tratamiento quirúrgico curativo en etapa inicial. 

Aunque no se dispone de una cifra exacta nacional pública reciente, se estima que 

el gasto anual asociado al manejo del cáncer de próstata (directo e indirecto) se 

mide en cientos de millones de pesos, considerando hospitalizaciones, tratamientos 

prolongados y pensiones por invalidez. Adicionalmente, el país enfrenta el desafío 

de la pérdida de capital humano: si bien muchos pacientes son mayores, una 

fracción se diagnostica aún en edad productiva (<60 años), y algunos jubilados 

continúan contribuyendo a la sociedad; su enfermedad y posible fallecimiento 

temprano implica una pérdida de conocimiento y experiencia, además de 

incrementar los años de vida ajustados por discapacidad (AVISA) en las estadísticas 

de salud. 

En síntesis, el cáncer de próstata impone cargas sustanciales: en lo social, altera 

la dinámica familiar, genera necesidades de cuidado de largo plazo y está cargado 

de estigmas que afectan la búsqueda de atención; en lo económico, conlleva 

costos elevados de atención médica y puede afectar la estabilidad financiera de las 
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familias y del sistema de salud. Estas razones refuerzan la importancia de invertir 

en prevención y diagnóstico temprano, ya que detectar el cáncer en etapas iniciales 

no solo mejora el pronóstico para el paciente, sino que también reduce los costos y 

el impacto social asociados a la enfermedad avanzada. 

En los últimos cinco años ha habido notables avances en la investigación del 

cáncer de próstata, tanto a nivel mundial como en iniciativas con participación 

mexicana, que auguran mejoras en la prevención, el diagnóstico y el tratamiento de 

esta enfermedad.  

Los avances científicos de los últimos años están transformando el panorama del 

cáncer de próstata. La tendencia es hacia una medicina de precisión: identificar 

qué hombres se benefician de qué intervenciones, sea en prevención, tamizaje o 

tratamiento, para maximizar eficacia y minimizar daños. Estos adelantos 

(biomarcadores moleculares, fármacos nuevos) son un coadyuvante en el 

tratamiento de algunas neoplasias de cánceres CNP en México, las instituciones 

líderes del país se mantienen a la vanguardia y colaboran en la generación de 

evidencia. Con el tiempo, la incorporación de estas innovaciones al sistema de salud 

mexicano podría traducirse en diagnósticos más tempranos, terapias más efectivas 

y mejores tasas de supervivencia para los pacientes con cáncer de próstata. 

El cáncer de próstata en México representa un desafío importante en materia de 

salud pública, dado su alto volumen de casos y muertes entre los hombres. En el 

quinquenio reciente se han observado avances tanto en la comprensión de la 

enfermedad como en la respuesta del sistema de salud: se han consolidado datos 

epidemiológicos confiables, se identifican claramente los factores de riesgo (edad, 

antecedentes familiares, estilos de vida) y se han establecido normas y programas 

para mejorar la detección temprana y el acceso al tratamiento. No obstante, persiste 

la problemática de la detección tardía en gran parte de los pacientes, influenciada 

por barreras culturales y de acceso, lo que se traduce en un impacto significativo a 
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nivel familiar, social y económico. Las políticas actuales – como la NOM-048-

SSA2-2017 y programas como OPUS – sientan las bases para un mejor control de 

la enfermedad, pero requieren ampliarse y sostenerse para cubrir a toda la 

población en riesgo. Por otra parte, los avances científicos ofrecen un panorama 

esperanzador: las nuevas herramientas diagnósticas, terapias dirigidas e 

inmunoterapias abren oportunidades para mejorar los resultados clínicos, siempre 

y cuando puedan integrarse adecuadamente al contexto nacional.  

De cara al futuro, será fundamental fortalecer un abordaje integral que incluya la 

promoción de estilos de vida saludables en los hombres, la educación para vencer 

el estigma asociado a los exámenes de próstata, la capacitación continua de los 

profesionales de salud en todo el país y la inversión en infraestructura y recursos 

humanos especializados en oncología. Igualmente, la investigación local debe 

seguir siendo apoyada para generar soluciones ajustadas a las necesidades de 

México. En resumen, aunque el cáncer de próstata continúa siendo una carga alta, 

México cuenta con las herramientas y conocimientos para enfrentarla. Con 

intervenciones coordinadas y multisectoriales – enfocadas en la concientización 

pública, la detección oportuna, la mejora en la atención médica y el acceso a la 

innovación – (The Economist, 2023) es posible reducir sustancialmente la 

mortalidad y morbilidad por este cáncer en los próximos años, mejorando la calidad 

de vida de miles de hombres y sus familias en el país. 

En este sentido, resulta necesaria la adecuación de nuestro marco jurídico en el que 

visibilice el cáncer de próstata y garantice el diagnóstico y atención oportuna. Para 

una mejor apreciación, se presenta la tabla comparativa de la reforma propuesta: 

Ley General de Salud 

Texto Vigente Propuesta de reforma y adición 

Artículo 3o. En los términos de esta 
Ley, es materia de salubridad 
general: 
 

Artículo 3o. En los términos de esta 
Ley, es materia de salubridad 
general: 
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I. a XVI Bis. … 
 
 
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 
XVII. a XXVIII. … 
 

I. a XVI Bis. … 
 
  
XVI Ter.  La prevención, 
detección, diagnóstico, 
tratamiento y seguimiento de los 
tipos de cánceres de mayor 
prevalencia por género, cáncer de 
mama y cáncer de próstata, así 
como el riesgo de recurrencia. 
 
XVII. a XXVIII. … 
 
 
 

Artículo 6o. El Sistema Nacional de 
Salud tiene los siguientes objetivos: 
 
I. a XII. … 
 
 
Sin correlativo 

Artículo 6o. El Sistema Nacional de 
Salud tiene los siguientes objetivos: 
 
I. a XII. … 
 
XIII.- Diseñar y promover políticas 
públicas en materia de educación, 
concientización, prevención y 
diagnóstico en etapas tempranas 
de los tipos de cáncer de mayor 
prevalencia en la población por 
cada género, así como el riesgo 
de recurrencia. 
 

Artículo 9o. Los gobiernos de las 
entidades federativas coadyuvarán, 
en el ámbito de sus respectivas 
competencias y, en su caso, en los 
términos de los acuerdos de 
coordinación que celebren con la 
Secretaría de Salud, en la 
operación, funcionamiento y 
fortalecimiento del Sistema Nacional 
de Salud. Para lo cual, planearán, 
organizarán y desarrollarán en sus 

Artículo 9o. … 
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respectivas circunscripciones 
territoriales, sistemas estatales de 
salud, procurando su participación 
programática en el Sistema Nacional 
de Salud. 
 
La Secretaría de Salud coordinará la 
concordancia de los programas 
federales en la materia con el de las 
entidades federativas, promoviendo 
que la planeación sea congruente, 
objetiva y participativa. 
 
 
Sin correlativo 

 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
Asimismo, los gobiernos de las 
entidades federativas 
implementarán el Registro 
Nacional de Cáncer a fin de contar 
con una base de datos que 
permita conocer y atender los 
tipos de cánceres de acuerdo con 
la incidencia y prevalencia por 
género en cada entidad. 
 

Artículo 13. La competencia entre la 
Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad 
general quedará distribuida 
conforme a lo siguiente: 
 
A.  Corresponde al Ejecutivo 
Federal, por conducto de la 
Secretaría de Salud: 
 
I.  Dictar las normas oficiales 
mexicanas a que quedará sujeta la 
prestación, en todo el territorio 
nacional, de servicios de salud en 
las materias de salubridad general y 
verificar su cumplimiento; 

Artículo 13. La competencia entre la 
Federación y las entidades 
federativas en materia de salubridad 
general quedará distribuida 
conforme a lo siguiente: 
 
A.  Corresponde al Ejecutivo 
Federal, por conducto de la 
Secretaría de Salud: 
 
I.  Dictar las normas oficiales 
mexicanas a que quedará sujeta la 
prestación, en todo el territorio 
nacional, de servicios de salud en 
las materias de salubridad general y 
verificar su actualización de 
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II. a X. … 
 

acuerdo a la investigación clínica 
nacional e internacional, así como 
su cumplimiento; 
 
II. a X. … 

Artículo 27. Para los efectos del 
derecho a la protección de la salud, 
se consideran servicios básicos de 
salud los referentes a: 
 
I. a XI. … 
 
Sin correlativo 

Artículo 27. Para los efectos del 
derecho a la protección de la salud, 
se consideran servicios básicos de 
salud los referentes a: 
 
I. a XI. … 
 
XII. La prevención, detección, 
infraestructura y tratamiento de 
los tipos de cáncer de mayor 
prevalencia entre la población en 
términos del último párrafo del 
artículo 28 de este mismo 
ordenamiento.  
 

Artículo 66. En materia de higiene 
escolar, corresponde a las 
autoridades sanitarias establecer las 
normas oficiales mexicanas para 
proteger la salud del educando y de 
la comunidad escolar, así como 
establecer acciones que promuevan 
una alimentación nutritiva y la 
realización de actividad física. Las 
autoridades educativas y sanitarias 
se coordinarán para la aplicación de 
las mismas. 
 
La prestación de servicios de salud a 
los escolares se efectuará de 
conformidad con las bases de 
coordinación que se establezcan 
entre las autoridades sanitarias y 
educativas competentes. 

Artículo 66. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
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En el diseño de las Normas Oficiales 
Mexicanas señaladas en el primer 
párrafo del presente artículo, las 
autoridades sanitarias podrán 
promover mecanismos de atención a 
las víctimas y victimarios del acoso o 
violencia escolar. 
 
Sin correlativo 

 
… 
 
 
 
 
 
 
 
Los gobiernos de las entidades 
federativas coadyuvarán, en el 
ámbito de sus respectivas 
competencias y, en su caso, en 
los términos de los acuerdos de 
coordinación que celebren con la 
Secretaría de Salud, en 
implementar en los niveles de 
educación básico, medio superior 
y superior, políticas públicas de 
prevención, detección y 
tratamiento de los tipos de cáncer 
de mayor prevalencia entre la 
población. 

Artículo 112. La educación para la 
salud tiene por objeto: 
 
I. Fomentar en la población el 
desarrollo de actitudes y conductas 
que le permitan participar en la 
prevención de enfermedades 
individuales, colectivas y accidentes, 
y protegerse de los riesgos que 
pongan en peligro su salud; 
 
II. Proporcionar a la población los 
conocimientos sobre las causas de 
las enfermedades y de los daños 
provocados por los efectos nocivos 
del ambiente en la salud, y 
 

Artículo 112. La educación para la 
salud tiene por objeto: 
 
I. … 
 
 
 
 
 
 
 
II. … 
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III. Orientar y capacitar a la 
población preferentemente en 
materia de nutrición, alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad, 
activación física para la salud, salud 
mental, salud bucal, educación 
sexual, planificación familiar, 
cuidados paliativos, riesgos de 
automedicación, prevención de 
farmacodependencia, salud 
ocupacional, salud visual, salud 
auditiva, uso adecuado de los 
servicios de salud, prevención de 
accidentes, donación de órganos, 
tejidos y células con fines 
terapéuticos, prevención de la 
discapacidad y rehabilitación de las 
personas con discapacidad y 
detección oportuna de 
enfermedades, así como la 
prevención, diagnóstico y control de 
las enfermedades cardiovasculares. 
 

III. Orientar y capacitar a la 
población preferentemente en 
materia de nutrición, alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad, 
activación física para la salud, salud 
mental, salud bucal, educación 
sexual, planificación familiar, 
cuidados paliativos, riesgos de 
automedicación, prevención de 
farmacodependencia, salud 
ocupacional, salud visual, salud 
auditiva, uso adecuado de los 
servicios de salud, prevención de 
accidentes, donación de órganos, 
tejidos y células con fines 
terapéuticos, prevención de la 
discapacidad y rehabilitación de las 
personas con discapacidad y 
detección oportuna de 
enfermedades, prevención, 
diagnóstico y control de las 
enfermedades cardiovasculares, 
así como la prevención, detección 
y diagnóstico de enfermedades 
oncológicas. 
 

Artículo 161 Bis. El Registro 
Nacional de Cáncer tendrá una base 
poblacional, se integrará de la 
información proveniente del Sistema 
Nacional de Información Básica en 
Materia de Salud y contará con la 
siguiente información: 
 
 
 
 
 
I.  Información del paciente, que 
se agrupa en los siguientes rubros: 

Artículo 161 Bis. El Registro 
Nacional de Cáncer tendrá una base 
poblacional, se integrará de la 
información proveniente del Sistema 
Nacional de Información Básica en 
Materia de Salud para que sea 
incluyente, el cual deberá contar 
con el apoyo y colaboración de 
los gobiernos de las entidades 
federativas e instituciones de 
salud con el objeto de concentrar 
la información siguiente:  
 
I. … 



 

18 
 

 
a) Datos relacionados con la 
identidad, historial ocupacional y 
laboral, observando las 
disposiciones relativas a la 
protección de datos personales de 
los pacientes. 
 
b) Información demográfica. 
 
II.  Información del tumor: Incluye 
la fecha de diagnóstico de cáncer; la 
localización anatómica; de ser el 
caso, la lateralidad; la incidencia y el 
estado de la enfermedad; la 
histología del tumor primario y su 
comportamiento. 
 
III.  Información respecto al 
tratamiento que se ha aplicado al 
paciente y el seguimiento que se ha 
dado al mismo de parte de los 
médicos. Además, se incluirá 
información de curación y 
supervivencia. 
 
IV.  La fuente de información 
utilizada para cada modalidad de 
diagnóstico y de tratamiento. 
 
V.  Toda aquella información 
adicional que determine la 
Secretaría. 
 
VI. El Registro contará 
adicionalmente, con un rubro 
específico para la información a que 
se refiere el Capítulo II del Título 
Tercero de la Ley General para la 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
II. … 
 
 
 
 
 
III.  Información respecto al 
tratamiento que se ha aplicado al 
paciente y el seguimiento que se ha 
dado al mismo de parte de los 
médicos. Además, se incluirá 
información de curación, 
supervivencia y riesgo de 
recurrencia. 
 
IV. … 
 
 
 
V. … 
 
 
 
VI. … 
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Detención Oportuna del Cáncer en 
la Infancia y la Adolescencia. 
 
La Secretaría integrará la 
información demográfica del 
Registro Nacional de Cáncer de todo 
el territorio nacional dividido en 
regiones norte, centro y sur. 
 

 
 
 
… 

 

En virtud de los argumentos anteriormente expuestos, someto a consideración de 

esta Honorable Asamblea la siguiente iniciativa con: 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE 

CÁNCER DE PRÓSTATA. 

 

ÚNICO. Se reforman los artículos 13 apartado A fracción I, 112 fracción III, 161 Bis 

primer párrafo y su fracción III, se adicionan la fracción XVI Ter al artículo 3; la 

fracción XIII al artículo 6; un párrafo tercero al artículo 9; una fracción XII al artículo 

27; un cuarto párrafo al artículo 66; todos de la Ley General de Salud, para quedar 

como siguen: 

 

Artículo 3o. … 

I. a XVI Bis. … 

XVI Ter. La prevención, detección, diagnóstico, tratamiento y 

seguimiento de los tipos de cánceres de mayor prevalencia por 

género, cáncer de mama y cáncer de próstata, así como el riesgo 

de recurrencia. 
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XVII. a XXVIII. … 

Artículo 6o. … 

I. a XII. … 

XIII.- Diseñar y promover políticas públicas en materia de 

educación, concientización, prevención y diagnóstico en etapas 

tempranas de los tipos de cáncer de mayor prevalencia en la 

población por cada género, así como el riesgo de recurrencia. 

Artículo 9o. … 

… 

Asimismo, los gobiernos de las entidades federativas 

implementarán el Registro Nacional de Cáncer a fin de contar con 

una base de datos que permita conocer y atender los tipos de 

cánceres de acuerdo con la incidencia y prevalencia por género en 

cada entidad. 

Artículo 13. … 

A. … 

I. Dictar las normas oficiales mexicanas a que quedará sujeta la 

prestación, en todo el territorio nacional, de servicios de salud en 

las materias de salubridad general y verificar su actualización de 

acuerdo a la investigación clínica nacional e internacional, así 

como su cumplimiento; 

II. a X. … 
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B. ... 

C. … 

Artículo 27. … 

I. a XI. … 

XII. La prevención, detección, infraestructura y tratamiento de los 

tipos de cáncer de mayor prevalencia entre la población en 

términos del último párrafo del artículo 28 de este mismo 

ordenamiento.  

Artículo 66. … 

… 

… 

Los gobiernos de las entidades federativas coadyuvarán, en el 

ámbito de sus respectivas competencias y, en su caso, en los 

términos de los acuerdos de coordinación que celebren con la 

Secretaría de Salud, en implementar en los niveles de educación 

básico, medio superior y superior, políticas públicas de prevención, 

detección y tratamiento de los tipos de cáncer de mayor prevalencia 

entre la población. 

Artículo 112. … 

I. a II. … 

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente en materia 

de nutrición, alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, 
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activación física para la salud, salud mental, salud bucal, educación 

sexual, planificación familiar, cuidados paliativos, riesgos de 

automedicación, prevención de farmacodependencia, salud 

ocupacional, salud visual, salud auditiva, uso adecuado de los 

servicios de salud, prevención de accidentes, donación de 

órganos, tejidos y células con fines terapéuticos, prevención de la 

discapacidad y rehabilitación de las personas con discapacidad y 

detección oportuna de enfermedades, prevención, diagnóstico y 

control de las enfermedades cardiovasculares, así como la 

prevención, detección y diagnóstico de enfermedades 

oncológicas. 

Artículo 161 Bis. El Registro Nacional de Cáncer tendrá una base 

poblacional, se integrará de la información proveniente del Sistema 

Nacional de Información Básica en Materia de Salud para que sea 

incluyente, el cual deberá contar con el apoyo y colaboración de 

los gobiernos de las entidades federativas e instituciones de salud 

con el objeto de concentrar la información siguiente:  

I. a II. … 

III. Información respecto al tratamiento que se ha aplicado al paciente y 

el seguimiento que se ha dado al mismo de parte de los médicos. 

Además, se incluirá información de curación, supervivencia y riesgo de 

recurrencia. 

IV. a VI. … 

… 

TRANSITORIOS 
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Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Secretaría de Salud y las instituciones públicas de salud deberán 

realizar las adecuaciones normativas reglamentarias y administrativas necesarias 

que se desprendan de la aplicación del presente Decreto, en un plazo de 270 días 

naturales, contados a partir del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Tercero. La Secretaría de Salud deberá emitir los lineamientos o, en su caso, 

modificar las Normas Oficiales Mexicanas que sean necesarias para la 

implementación de esta Ley, en un plazo no mayor a 270 días naturales contados 

a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Cuarto. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor del 

presente decreto se realizarán de manera progresiva con cargo al presupuesto 

aprobado para los ejecutores de gasto que correspondan, por lo que no se 

autorizarán recursos adicionales para tales efectos en el presente ejercicio fiscal, ni 

en ejercicios subsecuentes. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 09 días de septiembre de 2025 

 
 

  

 
 
 
 
 

Favio Castellanos Polanco 
Diputado Federal 
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